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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fortalece la educación pública.
BOLETÍN Nº 6.815-04
Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto sólo en general.

Asimismo, concurrieron en representación del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Mónica Jiménez; la Jefa de la División Jurídica, señora Regina Clark, y los Asesores, señora María José De las Heras, y señores Xavier Vanni, Sebastián Farías y Roberto Pérez Muñoz. 
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor José Antonio Viera Gallo.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley tiene por objetivo principal fortalecer la educación pública, mediante la reestructuración del actual modelo de educación pública. Para estos efectos, propone la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública, concebidas como corporaciones de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo único giro será prestar el servicio educacional en los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

Asimismo, plantea la creación del Servicio Nacional de Educación, entendido como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y con patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Educación. Este Servicio deberá prestar apoyo a los sostenedores públicos, velar por el mejoramiento de la calidad de la educación que imparten y ejecutar las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Se hace presente que los artículos que se indican a continuación tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales:

Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12 y el artículo séptimo transitorio, toda vez que abordan materias que tienen directa relación con lo preceptuado en el inciso quinto, del número 11°, del artículo 19, de la Carta Fundamental, el cual encarga a una ley orgánica constitucional establecer los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de enseñanza básica y media; señalar las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento, y establecer los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel. Asimismo, porque algunas de ellas abordan o dicen también relación con materias que constituyen elementos complementarios indispensables de las anteriores, como lo ha señalado en diversas oportunidades el Tribunal Constitucional. 
También, los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, primero transitorio, segundo transitorio en su numeral 1), tercero transitorio, noveno transitorio y décimo segundo transitorio son de carácter orgánico constitucional, porque regulan materias propias de las Bases Generales de la Administración del Estado, en cuanto a la estructura de los servicios públicos, a la carrera funcionaria y su personal, y a las reglas sobre probidad y transparencia. Todo esto en conformidad a lo establecido en el artículo 38 de la Constitución Política de la República. 
Por último, es de carácter orgánico constitucional el artículo 34, en cuanto modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 118 a 126 de la Carta Fundamental.
En consecuencia, las citadas normas deberán ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -

Durante la discusión del presente proyecto de ley, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vistas sobre el mismo:

Del Colegio de Profesores: el Presidente, señor Jaime Gajardo. 
Del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz: el señor Guillermo Scherping. 
Del Centro de Estudios Públicos: el Coordinador Académico, señor Harald Beyer. 
De la Universidad de Chile: La Académica, señora, Pilar Romaguera, y del Centro de Investigación Avanzada en Educación, el señor Juan Pablo Valenzuela. 
El Abogado y Profesor de Derecho Constitucional: el señor Francisco Zúñiga. 
De la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación: el Presidente, señor Nelson Viveros.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:
A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza.

2) La ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación.
3) El decreto con fuerza de ley N° 1-19.704, del Ministerio del Interior, de 2002, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.
4) El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones del Estado a establecimientos educacionales.
5) El decreto con fuerza de ley N° 1 de 1980, del Ministerio del Interior, que reglamenta la aplicación del artículo 38 del decreto ley N° 3.063 de 1979, sobre Rentas Municipales, y que contiene las normas generales por las cuales se regirá la inversión de los recursos del Fondo Común Municipal, en lo relativo, entre otros, a traspasos de servicios del sector público.
6) La ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

7) La ley N° 20.247, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, estableciendo un aumento de las subvenciones a establecimientos educacionales.

8) El decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

9) El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación.
10) La ley N° 19.464 que establece las normas y concede un aumento de remuneraciones para el personal no docente de los establecimientos educacionales que indica.

11) La ley N° 19.882 que regula nueva política de funcionarios públicos que indica.

12) El decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

13) El decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

14) El decreto ley N° 1.263, de 1985, que establece la Administración Financiera del Estado.

15) La ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO


Con fecha 5 de enero de 2010, S. E. la Presidenta de la República, envió el Mensaje N° 1727-357, el cual señala que la educación pública está inscrita en la historia de Chile como un pilar fundamental en la construcción de una sociedad más libre, justa y equitativa. En efecto, acota que de las aulas de los establecimientos educacionales públicos han egresado personalidades que han dado forma a nuestra identidad en todos los ámbitos de la vida nacional, desde Presidentes de la República, hasta destacadas figuras en el área de las artes, las humanidades y de la ciencia.
Por lo dicho, arguye que todos los chilenos nos sentimos orgullosos del patrimonio que nos ha legado la educación pública, gratuita, de excelencia, integradora, participativa, laica y pluralista. Añade que el inmenso aporte que la educación pública ha hecho al país se erige como un referente ineludible a la hora de diseñar una política para su fortalecimiento.
Enseguida, destaca que en la actualidad existen distintos proyectos de ley que perfeccionan el marco regulatorio y la arquitectura del sector educativo y que el presente proyecto de ley forma parte coherente de estas reformas en marcha. Al respecto, recuerda que en el mes de abril del año 2007 se inició la tramitación del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación, que tiene por objetivo establecer y explicitar los principios y fines de la educación, los deberes que al Estado le corresponden en esta materia, los derechos y obligaciones de los actores del proceso educativo y las disposiciones generales sobre los tipos, niveles y modalidades del sistema educativo, así como las normas que fijan el ordenamiento de un currículo nacional flexible, moderno, democrático y orientado hacia las necesidades del siglo XXI. 

Por otra parte, señala que en el mes de julio del año 2008 se presentó una indicación sustitutita al proyecto de ley que crea una Superintendencia de Educación, creando al mismo tiempo la entidad de la Agencia de la Calidad, cuyo objetivo principal es orientar el mejoramiento de la calidad de la educación y evaluar el cumplimiento de los estándares que de conformidad con la ley se establezcan. Además, precisa que se establece que la Superintendencia de Educación deberá encargarse de la fiscalización del uso de los recursos por parte de los sostenedores y de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado, con la finalidad de que éstos cumplan con la normativa educacional. Asimismo, indica que se prescribe que la Superintendencia de Educación deberá proporcionar información, en el ámbito de su competencia, a la comunidad educativa y a los otros usuarios e interesados, deberá atender los reclamos y denuncias que éstos formulen y establecer las sanciones que en cada caso corresponda.

Por otra parte, comenta que se han aprobado dos leyes que incrementan los recursos públicos, destinados al financiamiento de la educación, a saber: la ley N° 20.248, que establece una Subvención Preferencial, y la ley N° 20.247, que aumentó la subvención educacional general en un 15%, para todos los niveles y modalidades educativas, y en un 10% adicional la subvención para la educación rural.
En este contexto, sostiene que el presente proyecto de ley viene a dar cumplimiento a un compromiso aún pendiente con la educación pública y en este sentido recalca que sus ideas matrices responden al convencimiento de que una educación pública de primer nivel es indispensable para que Chile sea una sociedad de oportunidades, que garantice a todos sus habitantes el igual acceso a los frutos del desarrollo y al progreso del país. Adicionalmente, acota que no se podrá alcanzar este objetivo si no se regula un Estado con un rol más decisivo en el área de la educación.
Posteriormente, indica que este proyecto de ley crea el Servicio Nacional de Educación, cuyas principales funciones serán ejecutar las políticas educativas y prestar apoyo técnico pedagógico a las escuelas y liceos del país. Asimismo, señala que la creación del Servicio Nacional de Educación busca armonizar la organización interna del Ministerio de Educación con los principios de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, ya que entrega al Servicio Nacional de Educación la ejecución de las políticas, planes, programas y normas que establezca el Ministerio de Educación.

Por otra parte, comenta que este proyecto de ley genera las condiciones para la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública, las que -comprometidas con el proceso de descentralización- avanzan en la modernización del aparato público en el ámbito educativo.
De esta forma, considera que con la reforma educacional en curso, se estarían ampliando las oportunidades educativas, desde la más temprana infancia y se estaría materializando la contribución del Estado a la sociedad, en la medida que asegure el acceso, la permanencia y el egreso del sistema educativo, con aprendizajes de calidad. Por eso, arguye que son criterios esenciales el acceso, la igualdad de oportunidades y la calidad educativa.

Resalta, enseguida que se ha planteado la necesidad de avanzar en Chile hacia un Estado moderno que cuente con un eficiente, adecuado y equitativo Sistema de Protección Social, fundado en la noción de derechos sociales de las personas, que se basa en un Estado que brinda asistencia y que asume la protección social como su sello, para lo cual arguye que resulta esencial dar un paso cualitativo en el ámbito educacional.
Enseguida, señala que la educación pública, administrada por las municipalidades y por las corporaciones municipales, atiende a la mayoría de la población escolar más vulnerable, lo que de por sí representa un gran desafío, el que se une a otros factores que se deben abordar, a saber:
a) Falta de atribuciones pedagógicas. Al respecto, explica que legalmente el Ministerio de Educación está a cargo del ámbito pedagógico, mientras que el municipio está a cargo del ámbito administrativo educacional. En su opinión, esta división de funciones se ha traducido en una falta de claridad en la determinación del responsable de los resultados educativos. 

b) Dificultades para administrar. Sobre el particular, comenta que los municipios tienen grandes dificultades para administrar adecuadamente el servicio educativo, especialmente por las leyes que se les aplican.

c) Desigualdad de condiciones respecto de la educación particular. En este punto, señala que la mayoría de los alumnos atendidos por la educación municipal provienen de las familias de menor capital cultural, puesto que en la práctica la educación pública no puede seleccionar a sus alumnos. Asimismo, recuerda que en la educación pública la mayoría de los establecimientos educacionales no tienen financiamiento compartido.
d) Dispersión de la población escolar, lo que a su parecer se refleja en que el 45% de la matrícula nacional es municipal, aumentado esta cifra a un 72% en el sector rural. Sobre este mismo punto, reconoce que en los últimos años se ha producido una pérdida de matrícula de la educación municipal, especialmente en la enseñanza básica. En efecto, informa que entre los años 1981 y 2007 la participación del sector municipal disminuyó desde un 78% a un 45%.
Posteriormente, sostiene que para nadie debe resultar aceptable que la calidad de la educación que reciban nuestros hijos se encuentre determinada por el nivel de ingresos familiares. Por ello, arguye que es deber del Estado velar por una educación pública de calidad y mantener una especial preocupación por ella, ya que permite garantizar la existencia de una oferta educativa inclusiva, gratuita y no discriminatoria.
Acota que la educación pública tiene en su centro la idea de que para cimentar la democracia y para construir la cohesión social es necesario que los niños, niñas y jóvenes de diversas condiciones sociales, credos religiosos y visiones ideológicas, puedan ser educados en un mismo espacio pedagógico. En este sentido, señala que mientras la libertad de enseñanza permite una diversidad de proyectos educativos, la existencia de una educación pública de calidad permite que la diversidad del país pueda ser educada bajo un proyecto educativo común.
En esta misma línea, expresa que la educación pública debe aportar decisivamente a la construcción y a la consolidación de la vida republicana, puesto que la educación privada siendo valiosa y necesaria, tiene como límite el proyecto educativo de un grupo en particular, mientras que la educación pública tiene detrás de su proyecto educativo una visión del país que aspiramos construir.
Luego, comenta que apoya un sistema mixto de educación que, por una parte, garantice el ejercicio pleno del derecho a una educación gratuita y sin discriminaciones y, que por otra, valore la participación del sector privado como expresión de la libertad, riqueza y la diversidad cultural. En este sentido, entiende que es esencial la existencia de una educación pública de calidad, lo que se manifiesta en su aspiración de privilegiarla, puesto que prevé que su existencia se encuentra en riesgo.

Por lo dicho, considera indispensable que, junto a las reformas generales al sistema educativo antes señaladas, se aborden también los problemas que hoy afectan a la educación pública, puesto que fortalecer y mejorar la calidad de la educación pública es una necesidad del país y una cuestión de justicia y de equidad. En este contexto, postula una educación pública que asegure a todos el derecho a una educación de calidad, laica, pluralista, gratuita, republicana, transparente, inclusiva y no selectiva, y que contribuya al fortalecimiento de la identidad nacional y local.

A la luz de lo expuesto, explica que el presente proyecto de ley se inspira en los siguientes criterios:

a) Operar descentralizadamente, en el marco de normas de carácter y validez nacional.

b) Fortalecer la autonomía y la responsabilidad de los sostenedores públicos, definiendo estándares nacionales: de aprendizaje; de desempeño de los sostenedores y de sus escuelas, y de desempeño de los docentes.
c) Radicar en los sostenedores públicos las competencias técnico pedagógicas y de supervisión.

d) Garantizar la profesionalización de los equipos técnicos de estas administraciones, a través de procesos rigurosos y transparentes de selección que trasciendan la gestión política.

e) Asegurar la transparencia en la información y en la rendición de cuentas sobre el uso de los recursos y los resultados educativos de todos los sostenedores.
Enseguida, señala que para implementar todos estos criterios el presente proyecto de ley crea el Servicio Nacional de Educación y las Corporaciones Locales de Educación Pública.

Recuerda, asimismo que todas estas reformas se enmarcan en el contexto de una nueva arquitectura del sistema educativo, que reconoce cinco órganos en la alta dirección del sector: el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación, la Agencia de la Calidad, el Servicio Nacional de Educación y el Consejo Nacional de Educación, cada uno con roles y responsabilidades específicas y separadas, funcionales al sistema y debidamente coordinadas.
Así, explica que el Ministerio de Educación será el responsable de diseñar la política educacional, de proponer los estándares de desempeño y el currículum, mientras que el Servicio Nacional de Educación será el responsable de brindar apoyo pedagógico a los sostenedores, de ejecutar las políticas, planes y programas del Ministerio de Educación, de realizar los procesos de acreditación de las instituciones de asistencia técnica y de velar por el mejoramiento continuo de la calidad de la educación impartida por los sostenedores públicos.

Por otra parte, indica que el Consejo Nacional de Educación es el responsable de aprobar los estándares y el currículum y que la Superintendencia de Educación será la responsable de fiscalizar que los sostenedores y sus establecimientos educacionales cumplan con las leyes, requisitos, normativas y reglamentos, dictando sanciones si lo amerita. En cuanto a la Agencia de la Calidad, acota que será la responsable de realizar una evaluación independiente y externa del aprendizaje de los alumnos y del desempeño de los establecimientos educacionales y de los sostenedores, de informar a los padres y apoderados respecto de los logros de aprendizaje de sus pupilos, y de validar los instrumentos de evaluación de los docentes.
Recalca que esta arquitectura implicará no sólo la creación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de la Calidad, sino también el rediseño del Consejo Nacional de Educación y, necesariamente, la modernización, readecuación y el fortalecimiento del Ministerio de Educación. 
En este escenario, señala que el Servicio Nacional de Educación, será ahora el que apoye prioritariamente a los sostenedores públicos, lo que representa un cambio estructural en el actual ordenamiento jurídico y administrativo de la educación.

Al mismo tiempo, sostiene que se propone la creación de Corporaciones Locales de Educación Pública, concebidas como corporaciones de derecho público, con dedicación exclusiva a la gestión de la educación en un territorio determinado, que puede comprender una o más comunas. Agrega que estas entidades serán autónomas, ágiles y flexibles, y que dispondrán de personal técnicamente calificado para atender a los establecimientos educacionales a su cargo, tanto en el ámbito técnico pedagógico, como en el administrativo financiero, uniendo así en una sola entidad ambas funciones, que a su parecer son inadecuadamente separadas en el marco legal actual.
Luego, comenta que estas corporaciones tendrán un Consejo Directivo que responderá ante la ciudadanía, y un Director Ejecutivo seleccionado por métodos equivalentes a los del Sistema de la Alta Dirección Pública, que responderá ante el Consejo Directivo. Asimismo, indica que las Corporaciones tendrán financiamiento fiscal para desempeñar adecuadamente su rol directivo.
Por otra parte, señala que se reconocen los siguientes principios especiales de la educación pública: el laicismo y la libertad de conciencia; el pluralismo; la gratuidad; el respeto a la diversidad cultural; el compromiso con la democracia y con la cultura cívica; la transparencia; la integración e inclusión social, y la calidad educativa.

Asimismo, informa que se establecen ciertos deberes especiales para los sostenedores públicos, entre otros mencionó: el velar por la erradicación de cualquier forma de discriminación arbitraria en sus establecimientos educacionales; el contribuir al desarrollo educativo local, a la valoración de las identidades específicas y al reconocimiento de las particularidades de los territorios que atienden; el prestar una educación gratuita; el cumplir con los estándares de calidad, y el propender a la inclusión de la población escolar en sus establecimientos educacionales .

Posteriormente, expresa que este proyecto de ley establece que los sostenedores públicos no podrán seleccionar a sus postulantes, salvo cuando existan más postulantes que matrículas disponibles o, excepcionalmente, en la enseñanza media, en el caso de los establecimientos de educación pública reconocidos por su excelencia, en los cuales se podrá seleccionar a sus alumnos según su rendimiento académico, por medio de procesos transparentes.

En cuanto a las Corporaciones Locales de Educación Pública, explica que éstas se conciben como corporaciones de derecho público, autónomas, con personalidad jurídica y con patrimonio propio. Además, expone que se regula que tendrán un objeto único, el cual consistirá en prestar el servicio educativo de conformidad a la ley, en los niveles y modalidades que corresponda en los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

También, señala que las Corporaciones deberán contar con un Consejo Directivo, que será un órgano colegiado, de carácter resolutivo, y que tendrá a su cargo la dirección superior de la Corporación, y con un Director Ejecutivo, que tendrá a su cargo la gestión técnico-pedagógica y la administración de la Corporación. Agrega que las Corporaciones tendrán las siguientes funciones:
a) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos de su dependencia que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.

b) Establecer las directrices técnico pedagógicas y administrativo financieras que deben seguir los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

c) Realizar la gestión financiera y aplicar mecanismos de control, así como rendir cuenta respecto de la prestación del servicio educativo.

d) Realizar la supervisión pedagógica de los establecimientos educacionales de su dependencia, con el objeto de fortalecer sus capacidades y su autonomía técnico pedagógicas.

e) Fomentar el trabajo colaborativo entre los establecimientos educacionales de su dependencia.

f) Coordinar y articular la ejecución de los programas educativos y las acciones de los organismos reguladores del sistema, respecto de sus establecimientos educacionales.

En relación al Consejo Directivo de cada Corporación, informa que éstos estarán integrados por el o los alcaldes de las comunas en cuyo territorio operen, por dos personas designadas por el Ministerio de Educación, quienes deberán, en cualquier caso, estar en minoría dentro de dicho Consejo. Asimismo, acota que para efectos de cumplir con el principio de mayoría del gobierno local deberán, también, integrar este Consejo el número de concejales que señale el reglamento.

Por su parte, indica que el Consejo Directivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:
a) Establecer las normas generales que regulen la organización y el funcionamiento de cada Corporación.

b) Aprobar el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
c) Aprobar el presupuesto de la Corporación.

d) Aprobar la apertura, fusión o cierre de los establecimientos educacionales bajo su dependencia.
e) Nombrar y remover, al Director Ejecutivo de la Corporación, de conformidad a las normas que sean homologables a las del Sistema de la Alta Dirección Pública.

f) Establecer las normas que regulan la organización y el funcionamiento del Consejo.
g) Aprobar la cuenta pública anual que rinda el Director Ejecutivo.

h) Aprobar la propuesta de convenio que la Corporación suscriba con el Servicio Nacional de Educación.

i) Rendir cuenta de la gestión de la Corporación en conformidad a la ley.

Luego, señala que las Corporaciones contarán con un Director Ejecutivo seleccionado y removido por un sistema similar al de la Alta Dirección Pública, que tendrá como principales funciones:

a) Proponer al Consejo Directivo el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
b) Contratar y poner término a las funciones del personal de conformidad con la normativa vigente.
c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo Directivo, informándole periódicamente sobre ello, así como respecto de la marcha de la institución.

d) Delegar en funcionarios de la Corporación, en particular, en los directores de los establecimientos educacionales bajo su dependencia, las funciones y atribuciones que estime conveniente.
e) Aprobar, a propuesta del director del establecimiento, el proyecto educativo de cada uno de los establecimientos de dependencia de la Corporación.

Luego, advierte que el personal que sea contratado para prestar servicios en las unidades de administración de la Corporación y que no ejerza funciones en los establecimientos educacionales, que se rijan por estatutos especiales, se regirá por las normas del Código del Trabajo.

Por otra parte, señala que cada Corporación tendrá financiamiento fiscal directo, a través de una contribución anual que se consignará en la Ley de Presupuestos del Sector Público, destinada a la gestión de las Corporaciones. Acota que lo anterior, es sin perjuicio de otros recursos que la ley le asigne, como es el caso de las subvenciones, y de otros aportes voluntarios que las personas deseen otorgarles.
En relación al Servicio Nacional de Educación, explica que este proyecto de ley establece la creación de esta entidad, como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Educación. Añade que este Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, consagrado en la ley Nº 19.882 y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las direcciones regionales y provinciales que puede establecer.
Posteriormente, indica que el objetivo del Servicio  Nacional de Educación será prestar apoyo educativo a los sostenedores públicos y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Igualmente, precisa que le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas, elaborados por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley. 

A continuación, enumera las principales funciones que tendrá el Servicio Nacional de Educación:
a) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar programas de apoyo a los sostenedores públicos para el cumplimiento de los estándares de calidad, con el fin de que éstos propendan al mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo que brindan.
b) Prestar por sí, o a través de terceros, en los casos que corresponda, de conformidad a la normativa legal vigente, asistencia técnico pedagógica para los sostenedores que reciben subvención o aportes del Estado.

c) Implementar los programas educativos elaborados por el Ministerio de Educación respecto los sostenedores educacionales que reciban subvención o aportes del Estado.

d) Realizar procesos de acreditación de calidad de las instituciones de asistencia técnica externa y velar por la adecuada cobertura de la oferta de la misma en todo el territorio nacional.
En lo relativo a la administración y dirección superior del Servicio Nacional de Educación, señala que ésta estará a cargo de un Director Nacional, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá la representación judicial y extrajudicial del mismo. Asimismo, comenta que el Director Nacional será un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. Agrega que el Director establecerá la organización interna de la planta del personal y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como también el personal adscrito a tales unidades.

Posteriormente, explica que este proyecto de ley contempla un período de transición de cinco años, contados desde que se dicten los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley. En dicho período, precisa que se faculta a las municipalidades para que, voluntariamente, inicien el procedimiento de constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública. Asimismo, comenta que transcurrido este plazo será obligatorio para las municipalidades iniciar este procedimiento. Acota que la constitución misma de las Corporaciones Locales de Educación Pública se dispondrá mediante uno o más decretos con fuerza de ley.
En otro orden de ideas, aclara que los traspasos de los docentes a las respectivas Corporaciones no implicarán un cambio en el régimen jurídico de éstos, puesto que continuarán siendo regulados por las normas que establece el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y por la ley N° 19.464, según sea el caso.

Por último, señala que para asegurar que los mejores funcionarios pasen a formar de la dotación de personal del Servicio Nacional de Educación, se establece un sistema de concursos internos y externos, de manera de garantizar que este Servicio cuente con el personal idóneo para la importante labor que la ley le está encomendando.
- - -
DISCUSIÓN GENERAL


Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, la Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez, señaló que mientras se tramita esta iniciativa se implementarán un conjunto de acciones para mejorar las condiciones en que opera la educación pública, a fin de revertir, o al menos, detener la disminución sostenida de su matrícula y de facilitar la gestión educativa de los sostenedores, haciendo que asuman mayores niveles de responsabilidad respecto de su administración.
Enseguida, expuso que la educación pública está inscrita en la historia de Chile como un pilar fundamental en la construcción de una sociedad más libre, justa y equitativa. En efecto, acotó que de las aulas de los establecimientos públicos han egresado personalidades que han dado forma a nuestra identidad en todos los ámbitos de la vida nacional, desde Presidentes de la República, hasta destacadas figuras del área de las artes, las humanidades, la ciencia y de la vida cívica. Agregó que, sin duda, todos los chilenos nos sentimos orgullosos del patrimonio que nos ha legado la educación pública. En este contexto, señaló que la sociedad actual está en deuda con la educación pública que hoy se imparte.
Sobre esta última idea, indicó que las deficiencias que presenta la educación pública, con su actual organización, han incidido en una pérdida considerable de su matrícula durante los últimos años y en una desigual distribución de sus oportunidades, especialmente en la enseñanza básica. En lo que concierne a la pérdida de su matrícula, informó que entre los años 1981 y 2007 la participación del sector municipal disminuyó desde un 78% a un 45%. En cuanto a su desigual distribución, expresó que existe una gran dispersión de la población escolar, lo que se refleja en que el 85% de la matrícula municipal está en las zonas urbanas, siendo que el 67% de sus colegios, casi todos de básica, están en las zonas rurales con un promedio de 65 alumnos por establecimiento. Añadió como dato adicional que de los 5.909 establecimientos municipalizados que tenemos a lo largo del país existen cerca de 1.000 establecimientos con un número igual o inferior a 5 alumnos y de 3.000 establecimientos con una matrícula igual o inferior a 20 alumnos, lo que equivale a decir que la mitad de todas las escuelas y liceos de este sector cuentan, prácticamente, con menos de 20 alumnos.
En estas condiciones, reconoció que la educación pública enfrenta serios problemas, mencionando entre otros:

a) Una falta de gobernabilidad, lo que se refleja en una confusa asignación de roles entre el sistema municipal y el Ministerio de Educación. Sobre este mismo punto, comentó que la gestión de los establecimientos educacionales municipales está dividida entre los municipios y el Ministerio de Educación. En efecto, indicó que los municipios asumen el área administrativa y el Ministerio de Educación el área técnico pedagógico. Esta división, continuó, genera una falta de claridad en la determinación del responsable frente a los resultados de los distintos niveles del sistema.
b) Una heterogeneidad estructural, en su opinión, debida a una mala distribución territorial de los establecimientos y a las diferencias en el número de alumnos matriculados entre los establecimientos. Sobre el particular, comentó que con la actual estructura es imposible enfrentar con mayor efectividad las brechas de calidad, producto de la desigual distribución de capacidades en el territorio nacional.
c) Una escasa capacidad profesional para la gestión y la docencia, lo que su a juicio se suma con un disímil fortaleza técnica entre los administradores educacionales.

Bajo este contexto, sostuvo que este proyecto de ley aborda soluciones en la dimensión institucional, así como también en otras dimensiones claves, como por ejemplo la carrera docente, que requiere un tratamiento específico en otros cuerpos legales. En lo referente a la carrera docente, anticipó que el Ejecutivo está trabajando en este tema y que prontamente presentará una nueva fórmula para modificar el Estatuto Docente.

En estas circunstancias, arguyó que este proyecto de ley responde a un compromiso pendiente con la educación pública y comentó que sus ideas matrices expresan su convencimiento de que una educación pública de primer nivel es indispensable para que Chile sea una sociedad de oportunidades que garantice a todos sus habitantes el acceso a los frutos del desarrollo y que contribuya al progreso del país. Asimismo, expresó que sin un rol decisivo del Estado en la educación, no se logrará avanzar en el empeño que tienen el Ejecutivo de que los alumnos del sector municipal también puedan acceder a la educación superior.
Luego de destacar el gran aporte que la educación pública ha hecho al país, señaló que para diseñar una política para su fortalecimiento es indispensable tener presente algunos de los principios que la inspiran, a saber:
a) Garantizar la existencia de una oferta educativa inclusiva, gratuita, no discriminatoria y de calidad

b) Cimentar la democracia y potenciar la cohesión social. Precisó que este objetivo se pone en práctica cuando en un mismo espacio pedagógico comparten niños, niñas y jóvenes de diversas condiciones sociales, credos religiosos y visiones ideológicas.
c) Aportar a la consolidación de la vida republicana. Al respecto, indicó que la educación pública se sustenta en un proyecto educativo que conlleva una visión del país que aspiramos construir, que la educación privada, siendo valiosa y necesaria, en algunos casos no alcanza a desarrollar, porque tiene como límite el proyecto educativo de un grupo en particular.
Enseguida, señaló que estos principios conforman el marco en que debe desenvolverse la educación pública, de manera de asegurar a todos, el derecho a una educación de calidad, laica, pluralista, gratuita, republicana, transparente, inclusiva y que contribuya al fortalecimiento de la identidad nacional y local. Sobre esta misma idea, recalcó que fortalecer v mejorar la calidad de la educación pública es una necesidad del país y de su desarrollo. Asimismo, acotó que se trata de una cuestión de justicia y equidad.
A continuación, procedió a enumerar los diversos criterios que orientan el presente proyecto de ley, a saber:

a) Permitir una operación descentralizada de las entidades administradoras de la educación pública, en el marco de normas de carácter y validez nacional.
b) Fortalecer la autonomía y la responsabilidad de los gestores públicos, definiendo estándares nacionales y otorgándoles nuevas competencias.
c) Radicar las competencias técnico pedagógicas y de supervisión de establecimientos en los gestores públicos.
d) Garantizar la profesionalización de los equipos técnicos de quiénes tienen la responsabilidad de administrar.
e) Asegurar la transparencia en la información y la rendición de cuentas sobre el uso de los recursos y los resultados educativos de todos los gestores.
Posteriormente, señaló que todos estos criterios fortalecen la educación pública, porque buscan solucionar sus principales problemas. En efecto, arguyó que esta iniciativa legal presenta una propuesta para mejorar sus dificultades administrativas y la relación entre el Ministerio de Educación y los gestores municipales. En cuanto a la heterogeneidad estructural, expresó que se propone un sistema racional de territorios, y en lo que dice relación con la falta de capacidades, precisó que se plantea exigir a los gestores públicos giro exclusivo -al igual que se le exige a los sostenedores de los establecimientos educacionales particulares- y personal altamente calificado para los entes que son responsables de la orientación técnico pedagógica.
Para concretar estas orientaciones y solucionar los problemas anteriormente mencionados, explicó que el presente proyecto de ley crea el Servicio Nacional de Educación y las Corporaciones Locales de Educación Pública.
En cuanto al Servicio Nacional de Educación, indicó que esta iniciativa legal consagra la creación de un Servicio Nacional de Educación, como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y con patrimonio propio. Agregó que éste estará sometido a la supervisión de la Presidencia, a través del Ministerio de Educación y que se tratará de un servicio afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882. Su domicilio, continuó, será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las direcciones regionales y provinciales que pueda crear.
Luego, explicó que el Servicio Nacional de Educación se crea para superar el problema de heterogeneidad estructural y de la escasa capacidad profesional técnico pedagógica que tiene lugar en el plano local. Añadió que su función ejecutora permitirá superar la relación deficiente entre el Ministerio de Educación y los gobiernos locales, así como armonizar la organización interna del Ministerio de Educación con los principios de la Ley Bases Generales de la Administración del Estado, en la medida que será el órgano ejecutor de las políticas, planes y programas que establezca el Ministerio de Educación.
En concreto, acotó que el objeto de este nuevo Servicio será prestar apoyo educativo a los gestores públicos y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Igualmente, precisó que le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas, elaborados por el Ministerio de Educación para los gestores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley. Con todo, recalcó que el Servicio deberá ceñirse a las políticas diseñadas por el Ministerio de Educación.
Posteriormente, enumeró algunas de las principales funciones que tendrá este nuevo Servicio, destacando entre otras:
a) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar programas de apoyo a los gestores públicos para el cumplimiento de los estándares de calidad, con el fin de que éstos propendan al mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo que brindan.
b) Prestar por sí, o a través de terceros, en los casos que corresponda de conformidad a la normativa legal vigente, asistencia técnico pedagógica para los gestores que reciben subvención o aportes del Estado.
c) Implementar los programas educativos elaborados por el Ministerio de Educación respecto de los gestores educacionales que reciban subvención o aportes del Estado.
d) Realizar procesos de acreditación de calidad de las instituciones de asistencia técnica externa y velar por la adecuada cobertura de la oferta de la misma en todo el territorio nacional.
Por su parte, explicó que las Corporaciones Locales de Educación Pública se conciben como corporaciones de derecho público con dedicación exclusiva en la gestión de la educación en un territorio definido, que puede comprender una o más comunas. Además, señaló que se tratará de entidades autónomas, ágiles y flexibles, que dispondrán de personal técnicamente calificado para atender a los establecimientos educacionales a su cargo en los ámbitos técnico pedagógico y administrativo financiero, uniendo así en una sola entidad ambas funciones.
En su opinión, las Corporaciones Locales de Educación Pública resolverán la heterogeneidad estructural y la escasa capacidad profesional de los establecimientos educacionales, en la medida que se harán cargo de la gestión educacional en forma integrada. También, comentó que estas entidades responderán a los criterios que orientan a este proyecto de ley. A su vez, recalcó que en ellas quedará radicada las competencias técnico pedagógicas y de supervisión.
Por otra parte, indicó que estas Corporaciones tendrán un Consejo Directivo, que responderá ante la ciudadanía, y un Director Ejecutivo, que será seleccionado por métodos equivalentes a los del Sistema de Alta Dirección Pública, que responderá al Consejo Directivo.
En materia de funciones de estas Corporaciones, destacó las siguientes funciones:
a) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos de su dependencia que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.
b) Establecer las directrices técnico pedagógicas y administrativo financieras que deben seguir los establecimientos educacionales bajo su dependencia.
c) Realizar la gestión financiera y aplicar mecanismos de control, así como rendir cuenta respecto de la prestación del servicio educativo.
d) Realizar la supervisión pedagógica de los establecimientos educacionales bajo su dependencia, con el objeto de fortalecer sus capacidades y autonomía técnico pedagógica.
e) Fomentar el trabajo colaborativo entre los establecimientos educacionales bajo su dependencia.
f) Coordinar y articular la ejecución de los programas educativos y las acciones de los organismos reguladores del sistema.
En cuanto al financiamiento de las Corporaciones, informó que cada entidad dispondrá de financiamiento fiscal directo, a través de una contribución anual que se consignará en la Ley de Presupuestos del Sector Público, destinada a la gestión misma de la Corporación. Acotó que lo anterior, sin perjuicio de otros recursos que le asigne la ley, como es el caso de las subvenciones.
Enseguida, señaló que este proyecto de ley contempla un período de transición de 5 años, contados desde que se dicten todos los reglamentos que esta norma exige para su aplicación. Durante este período, precisó que esta ley faculta a las municipalidades, que así lo estimen conveniente, a someterse a un procedimiento voluntario de constitución de Corporaciones. Añadió que transcurrido este plazo las municipalidades estarán obligadas a acogerse a dicho procedimiento. Luego, comentó que se estima que al término de dicho plazo se habrán constituido aproximadamente setenta corporaciones.

Posteriormente, aclaró que el traspaso de los docentes a las Corporaciones no significará, en ningún caso, un cambio de su régimen jurídico, puesto que seguirán dependiendo de las normas que establece el Estatuto Docente.
Comentó que en grandes líneas en el actual diseño del sistema de educación pública existe una clara separación entre lo técnico pedagógico y lo administrativo, lo que a su juicio no facilita la gestión de un establecimiento educacional, porque obviamente considera que ambas decisiones deben estar coordinadas. Acotó que con este sistema se tiende al inmovilismo, puesto que nadie toma decisiones y la inercia hace inviable una educación de calidad.
Desde su perspectiva, las instituciones que se proponen en este proyecto de ley solucionan la heterogeneidad estructural, agrupando a diversos establecimientos educacionales, favoreciendo de esta manera su gestión administrativa y técnico pedagógica, al descansar ambas en una sola mano.
Luego, observó que este proyecto de ley no se basta así mismo, porque debe ser mirado en conjunto con otras iniciativas, vinculadas a la formación inicial de los docentes y a su carrera profesional. 

En este contexto, formuló una invitación a los miembros de la Comisión a deliberar, teniendo presente que estamos tratando a un sector de la educación emblemático por su significado en la historia nacional, por su contribución al desarrollo del país y por su incidencia en las oportunidades de las próximas generaciones.
El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su apoyo al presente proyecto de ley, porque entiende que forma parte de un conjunto de iniciativas que el Ejecutivo ha promovido con la finalidad de mejorar la calidad de la educación, especialmente de la educación pública. En esta misma línea, valoró el esfuerzo que ha realizado el Ejecutivo para potenciar a la educación pública, por apoyar a los establecimientos educacionales subvencionados y por mejorar la situación de los alumnos.

Sin perjuicio de lo anterior, observó que aún quedan varios temas pendientes que ninguno de los proyectos de ley que ha presentado el Ejecutivo aborda, tales como: el Estatuto Docente, el financiamiento de la educación pública; el trato preferencial que se le debe dar a la educación pública, y el sistema de subvenciones.

En cuanto al presente proyecto de ley, expresó que se inclina más por formar entidades macrozonales, que administren a los establecimientos educacionales públicos, porque a su juicio las administraciones territoriales locales no tendrían la capacidad para implementar las políticas educativas de carácter nacional.

Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick indicó que apoya la iniciativa de mejorar la calidad de la educación pública, porque entiende que se trata de un elemento esencial para la integración social en nuestro país. En efecto, acotó que la baja calidad de la educación pública es la causa directa de la segmentación que tenemos en nuestra sociedad. En este contexto, anunció su voto a favor de la presente iniciativa legal.

No obstante, manifestó su preocupación por el gran debate que habido en torno al presente proyecto de ley y por la forma en que se ha manejado su tramitación. De hecho, comentó que le sorprendió que este proyecto de ley haya sido reingresado al Senado. Asimismo, opinó que antes de votar en general su idea de legislar se debe escuchar los planteamientos de los expertos sobre la materia. Finalmente, anunció la presentación de numerosos indicaciones al presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Letelier expresó que es partidario de desmunicipalizar a la educación pública y terminar definitivamente con el rol de los alcaldes en el área de la educación. Por otra parte, manifestó su preocupación por la educación especial, la cual a su juicio no ha sido considerada dentro de esta gran reforma a la educación pública. En efecto, acotó que los niños con discapacidades sensoriales son excluidos del sistema, puesto que no existen escuelas para atender su discapacidad. Con esto, continuó, se está marginando a los niños mudos y sordomudos, ya que las escuelas especiales sólo atienden a niños con disparidades intelectuales.

En lo que concierne al presente proyecto de ley, opinó que lo encuentra pobre, porque no diferencia entre la subvención destinada a los establecimientos educacionales públicos y los particulares. Sobre este punto, planteó la necesidad de duplicar su subvención o de crear un fondo compensatorio que ayude a apaliar las necesidades de la educación pública. Asimismo, indicó que apoya la idea de crear Corporaciones zonales que administren la educación pública que sean dirigidas por una Consejo Directivo elegido en votaciones populares.

No obstante lo anterior, señaló que apoya la iniciativa de aprobar la idea de legislar en la materia.

La señora Ministra de Educación pidió a los miembros de la Comisión votar cuanto antes de la idea de legislar en la materia, porque existe una necesidad urgente de solucionar el grave problema que aqueja a la educación pública de nuestro país.

El Honorable Senador señor Núñez anunció su voto favorable, sin perjuicio de lo anterior manifestó una serie de dudas respecto del proyecto de ley en estudio, tales como: qué sucederá con los municipios; qué rol tendrán los Gobiernos Regionales; inversiones del FNDR en la educación pública, y qué sucederá con las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación.

Posteriormente, hizo presente la necesidad de escuchar la opinión de los expertos en la materia.

Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier pidió al Ejecutivo la siguiente información: distribución geográfica de la matrícula de los alumnos que asisten a la educación pública; acceso a la educación pública de los alumnos que presentan algún tipo de discapacidad sensorial, y costos de las Corporaciones Locales de Educación Pública.

En sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia al Presidente del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo, quien señaló que las concepciones vigentes del modelo educativo han arrastrado al colapso a la educación en general y particularmente a la educación pública. Acotó que el rol subsidiario del Estado en la educación se expresa en una descentralización, que desconcentró atribuciones administrativas sin financiamiento suficiente, y en el principio de libertad de enseñanza, lo que derivó en el proceso de selección de alumnos. En esta misma línea, indicó que producto de esta concepción subsidiaria, las universidades se encuentran actualmente sumidas en una crisis, en que el modelo ha empujado a las universidades de tradición pública a transformarse, cada vez más, en servicios docentes del mercado de la educación superior.
En cuanto al concepto de la educación pública, precisó que éste debe garantizar y proteger el derecho a la educación, entendido como un bien social público, laico, de alto nivel tecnológico, con contenidos teóricos e infraestructura de calidad. Asimismo, señaló que debe concebirse a este derecho sin ningún tipo de discriminación, ni restricciones, ya sea de índole económica, social, cultural, ideológica o política, educacional, étnica y de género, que además considere las necesidades especiales de la educación diferencial y las diferencias sexuales.
Enseguida, comentó que para hacer efectivo este objetivo, el Estado debe proveer un sistema de su propiedad para dar cumplimiento a la obligación del Estado de garantizar el derecho a la educación. A este sistema, continuó, se le debe dar un trato preferente, sin perjuicio de que existan otros subsistemas, de diversa propiedad, proyectos educativos y formas de financiamiento. Acotó que la libertad de enseñanza tiene como condición la existencia no sólo de una educación privada, sino también la de una educación estatal de calidad y una regulación estricta de ambas.
En materia de administración de la educación pública, afirmó que la actual forma de administración municipal ha colapsado, por esto se requiere una descentralización real, que considere tamaño de la matrícula, centros educativos, docentes y auxiliares de la educación y cuyo único objetivo sea la educación.
Por otra parte, consideró que la administración descentralizada del sistema escolar debe ser regional, propendiendo a la integración de la realidad local de cada comunidad y fomentando los proyectos de desarrollo de cada zona. Agregó que esta administración debe asegurar la participación de las comunidades escolares y de la sociedad, creándose para ello Consejos de Educación de carácter resolutivo regionales, comunales, y por establecimiento educacional, con una amplia participación en la toma de decisiones de los representantes de la comunidad, integrando a los alcaldes, profesores, estudiantes, padres y apoderados.
Asimismo, expresó que cada comuna debe contar con colegios públicos de excelencia y que a nivel regional deberán crearse instituciones de educación superior públicas que fomenten la investigación y el desarrollo local, tanto en el plano científico, como en el artístico y en el intelectual. Todo esto, continuó, teniendo como base a los colegios públicos ya existentes en cada localidad.
En lo que concierne al rol del Ministerio de Educación, señaló que éste debe actuar como una instancia directiva, normativa, reguladora, supervisora y fiscalizadora del sistema educativo. También, indicó que debe cumplir un papel técnico, de apoyo pedagógico y de coordinador de las políticas educacionales a nivel nacional. En este contexto, sostuvo que el Ministerio de Educación sería el responsable de orientar el desarrollo del marco curricular y de los programas, así como de la administración escolar, la gestión financiera y de los sistemas de régimen de desarrollo lectivo y calendario escolar por regiones. Asimismo, comentó que deberá encargarse de la acreditación de la calidad de la educación de las instituciones de educación superior, como del perfeccionamiento docente gratuito.
En este modelo, precisó que la Superintendencia de Educación debe entenderse como un aparato fiscalizador de la educación en todos sus niveles, que velará por la correcta implementación de las reglamentaciones y el uso de los recursos. Añadió que será competencia de esta Superintendencia el cumplir un rol fiscalizador de las entidades de financiamiento privado. De este modo, arguyó que el Ministerio de Educación podrá concentrarse en los aspectos educativo-pedagógicos que aseguren una educación de calidad.
Con respecto al financiamiento de la educación pública, recalcó que el sistema público debe ser gratuito, debiendo el Estado financiar de manera preferente y descentralizada a dicho sistema, estableciendo presupuestos regionales de educación que permitan el financiamiento suficiente de sus establecimientos educacionales. Además, indicó que se debe propender a la expansión de la educación pública, como mejor garantía del derecho a la educación de calidad, de integración social y de vínculo con un proyecto de desarrollo nacional democrático. 
En cuanto a la profesión docente, sostuvo que la formación docente inicial y el perfeccionamiento del servicio, junto con las condiciones laborales para la enseñanza, la carrera profesional, la evaluación profesional docente formativa, la evaluación periódica del sistema en su conjunto, y el Estatuto de la Profesión Docente, son factores indispensables para una educación de calidad. Por lo mismo, resaltó que es urgente que el Estado asegure un sistema nacional de formación docente de calidad, así como un sistema de perfeccionamiento continuo en servicio, lo que implica una regulación de todas las instituciones que imparten tanto pedagogía como perfeccionamiento docente. Por otra parte, señaló que se requiere la construcción de la carrera profesional para el ejercicio de la docencia en esta nueva época y una reorganización del trabajo docente, asegurando dentro del contrato de trabajo docente tiempos no lectivos suficientes para la planificación, evaluación, investigación, perfeccionamiento continuo en servicio, y trabajo colaborativo en equipo.
En lo relativo a la calidad de la educación pública, comentó que el régimen de la actual Jornada Escolar Completa debe ser modificado, puesto que no se traduce en nuevos logros para los estudiantes, puesto que únicamente genera el efecto de mantener encerrados y controlados a los jóvenes, deformando así el rol de los docentes. En efecto, sostuvo que dentro de la nueva legislación, el Estado debe garantizar una Jornada Escolar Completa, que cumpla al menos con los siguientes aspectos:
1.- Proyectos Educativos que den cuenta de la visión cultural, misión pedagógica y social, con objetivos estratégicos particulares de cada localidad y del establecimiento educacional, considerando sus necesidades, carencias y fortalezas.
2.- Revisión de los contenidos fundamentales e incorporación de aquellos que den cuenta de las características y necesidades socioculturales de la población escolar, según etnias, regiones y localidades.
3.- Promover una Jornada Escolar Completa con un currículum flexible que permita el cumplimiento de objetivos pedagógicos complementarios a los formales, de actividades de desarrollo deportivo, artístico, cultural y de socialización.
Con respecto a la infraestructura de la educación pública, indicó que se debería crear una entidad estatal, encargada de las construcciones de los establecimientos educacionales, a objeto de asegurar la calidad de las dependencias e instalaciones que se requieren para apoyar el proceso de educación. También, propuso reactualizar el Departamento de Mantención, Equipamiento y Adquisiciones del Estado, con la finalidad de supervigilar el buen funcionamiento de los edificios escolares y su mantención y reparación. Por otra parte, expresó que se deben establecer nuevas regulaciones sobre el espacio físico de los establecimientos educacionales, estableciendo que por sala no puede haber un número mayor de 30 alumnos.
En cuanto al presente proyecto de ley, señaló que éste no resuelve los problemas estructurales de la municipalización, puesto que en ella los alcaldes siguen siendo los responsables de su administración, por lo mismo no tienen preocupación exclusiva por la educación, quedando la educación sujeta a su arbitrio. Por otra parte, indicó que la diversidad de tamaño de las comunas hace imposible que una nueva administración dependa exclusivamente de su asociación, puesto que geográficamente sólo sumarían pequeñas unidades, haciendo prácticamente imposible contar con capacidades para el desarrollo pedagógico en su administración. Por lo anterior, sostuvo que este proyecto de ley es inviable, ya que no existe otra solución que desmunicipalizar la educación pública.
Bajo este contexto, planteó las siguientes propuestas:

1.- Que el Estado se haga responsable de los establecimientos educacionales, a través de la creación de los Servicios Regionales de Educación, dependientes del Ministerio de Educación, los que tendrán un tamaño mínimo aconsejable, dependiendo de factores geográficos, económicos, número de colegios, alumnos y de profesores, y economía relevante de la zona. Por lo mismo, acotó que en cada región podrá existir más de un Servicio. Asimismo, opinó que debe contar con un Consejo de Administración Participativo, en el que participen autoridades del Ministerio de Educación, autoridades regionales, representantes de los alcaldes, decanos de las facultades de educación, profesores, apoderados y estudiantes organizados y un representante de la economía relevante del territorio.
2.-. Modificar el sistema de financiamiento, asumiendo el abandono que el Estado ha hecho de la educación pública, estableciendo por un largo período un presupuesto de recuperación y de desarrollo. De lo contrario, precisó que el Estado estaría renunciando a un sistema escolar con integración social y convivencia democrática en su seno, como parte esencial de su calidad.
3.- Reestructurar al Ministerio de Educación, reforzando sus principales fortalezas en la definición de políticas educativas, curriculares, de evaluación de la calidad integral, desarrollo y perfeccionamiento docente y de apoyo a los equipos pedagógicos de los servicios regionales. A su vez, sostuvo que esta propuesta exige un nuevo tipo de Secretarías Regionales Ministeriales, con un fuerte liderazgo pedagógico y en estrecha relación, en cada región, con la educación superior.

Recalcó que su propuesta rechaza la creación de agencias acreditadoras de los establecimientos educacionales y la odiosa clasificación de las escuelas y de los liceos, porque consideró que ella profundiza la crisis de la educación e insiste en la competencia entre lo público y lo privado, como un elemento movilizador de la calidad, reduciendo curricularmente la educación y su calidad a lo estandarizable y medible, como indicador para el mercado. Sobre esta misma idea, comentó que esta ecuación sería la responsable de la destrucción de la calidad de la educación y particularmente la educación pública. 
A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Profesor del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz, señor Guillermo Scherping Villegas, quien se refirió, en primer término al informe efectuado por la OCDE el año 2004 respecto de la educación escolar en nuestro país, el que concluyó que ésta presenta tres deficiencias serias, a saber: el inapropiado valor que se asigna al mercado en educación; la segmentación intencionada, y la ausencia de visión y relación sistémica dentro del Sistema Escolar.

Agregó que, a su vez, el Consejo Asesor Presidencial para la Educación, destacó tres elementos claves a resolver respecto del Sistema Nacional de Educación: calidad, igualdad de oportunidades, e integración social en el sistema escolar.


Destacó que ambos diagnósticos guardan estrecha relación con el debate del proyecto de ley en estudio sobre Fortalecimiento de la Educación Pública, por cuanto  el deterioro de la educación de propiedad pública, y su intencionado desprestigio social, constituyen un factor crucial al momento de perseguir una mayor calidad integral en el conjunto del sistema educativo mixto chileno. 

Agregó que ello ocurre en la inmensa mayoría de los países del mundo, incluidos los pertenecientes a la OCDE, en los cuales la educación de propiedad pública es el referente de calidad de los Sistemas Educativos Nacionales.


La educación pública, acotó, según la definición de la Unesco y de  la OCDE, es aquella cuyos establecimientos son controlados y gestionados por una autoridad u organismo público, independientemente del origen de su financiamiento. Conforme a dicha definición la educación pública chilena es aquélla que actualmente administran los municipios y que el proyecto en estudio pretende modificar.


Aseveró que comparte  la  definición de la misión y propósitos de la educación pública contenida en el proyecto, añadiendo que éstas dan cuenta de  la asimetría de responsabilidades entre los subsistemas público y privado con financiamiento del Estado, lo que obliga a un tratamiento diferenciado para ambos.

Afirmó que una educación pública integral, no puede circunscribirse solamente a compensar desigualdades económicas sociales y culturales, sino  que, además,  debe tener como misión la de construir un espacio escolar de integración de la diversidad social y cultural de la sociedad. Añadió que existe evidencia que aulas integradas socialmente generan mejores y mayores resultados educativos, además de constituir un poderoso fundamento de solidez democrática de un país.


Por ello, destacó el valor del  proyecto en estudio, ya que, a su juicio, refleja el amplio consenso existente en orden a crear una nueva institucionalidad para la educación pública que supere lo que el Consejo Asesor Presidencial denominó los “nudos críticos de la educación municipal”, siendo útil para su debate contrastarlo con dicho diagnóstico.


Dentro de tales nudos, el citado Consejo Asesor, relevó la inconveniencia de depender de ciclos electorales y autoridades políticas locales, que tienen variados intereses  por la educación pública y la calidad de ella; asimismo, estimó prioritario superar la dilución de responsabilidades entre Ministerio y administradores, reuniendo las responsabilidades administrativas y pedagógicas en una sola entidad.


También el informe señala que los municipios varían significativamente en sus capacidades institucionales y que esta variación tiende a seguir la composición socioeconómica de la población comunal, lo que introduce un elemento de inequidad estructural al interior del sub-sistema público de educación.


Destacó que la diversidad de tamaño de los municipios influye en las capacidades administrativas y educacionales, como también en la generación de masa crítica pedagógica docente, lo cual se refleja en la baja proporción de profesionales en sus equipos técnicos, la alta rotación de personal calificado y las bajas condiciones de trabajo que pueden ofrecer los municipios para atraer y retener profesionales altamente calificados. 


Por lo anterior, aseveró que la propuesta de creación de  Corporaciones Locales de Educación Pública, de carácter autónomo y sobre la base de asociación voluntaria de municipios, dependientes de la autoridad política de alcaldes y concejales, no resuelve la mayoría de los nudos problemáticos del actual sistema y amenaza con frustrar las expectativas de un cambio profundo del sub- sistema público de educación.


Enseguida, afirmó que diversos sectores comparten la propuesta de crear un Sistema Público de Educación de Responsabilidad Estatal, administrado descentralizadamente por Servicios Regionales Autónomos, bajo la dirección de Consejos Regionales de Educación Pública (con participación de representantes de docentes, directivos, padres, universidades, sector productivo, municipios) y cuyo responsable ejecutivo sea definido por el sistema de Alta Dirección Pública, por un periodo que no debe coincidir con ciclos electorales.


Agregó que las unidades territoriales que cubrirá cada Servicio Regional deben ser el resultado de un exhaustivo estudio técnico, pudiendo existir varios en cada región, según las variables geográficas y tamaño de la región, debiendo, además, considerar factores socio-culturales, económicos y de escala. 


Respecto al financiamiento para crear y desarrollar estos Servicios, expresó que debe ser fijado por ley, considerando el tipo de funciones que debe cumplir, teniendo presente que la recuperación de la educación pública como referente de calidad integral demandará, a lo menos, un mediano plazo.


Luego, señaló que la creación del Servicio Nacional de Educación es un gran acierto, que resulta consistente con el imperativo de elevar la calidad integral de la educación en general y en particular de la pública. 


Destacó que la entrega de responsabilidades tanto administrativas como pedagógicas a la nueva institucionalidad hace imprescindible el apoyo educativo pedagógico del Estado, señalando que en esta tarea es fundamental consagrar la prioridad de las Universidades con formación inicial docente, en el apoyo pedagógico a que recurra el Ministerio y el Servicio Nacional para asistir a la administración descentralizada y sus establecimientos educacionales. 


Agregó que lo anterior dará lugar a un círculo virtuoso que pone al servicio del sistema educativo y de la sociedad su experiencia, a la vez que le permite retroalimentarse de la realidad escolar, comenzando a superar la observación de la OCDE en orden a la falta de relación de la formación inicial docente con el mundo escolar.


Señaló que, en su opinión, resulta insuficiente definir la calidad como sinónimo de estándares fijados por ley, toda vez que conlleva el riesgo de reducir la educación sólo a aquellos aspectos susceptibles de medición cuantitativa en aspectos cognitivos. 


Finalizó expresando que la recuperación de una educación de calidad integral hace imprescindible considerar, también, la educación valórica, conductual, artística y emocional, como base de una verdadera educación de ciudadanos que fortalezcan una sociedad democrática, ya que el desafío de fondo radica en la calidad integral, la igualdad de oportunidades, y la integración social en el sistema educativo. 

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Coordinador Académico del Centro de Estudios Públicos, señor Harald Beyer, quien señaló que parece pertinente explorar alternativas para fortalecer la educación pública, puesto que el 45% de los estudiantes asiste a sus aulas y más de un tercio de las familias la privilegian a todo evento sobre otra alternativa. Luego, acotó que esta exploración debe hacerse a partir de la experiencia comparada, considerando sobre todo que la mayoría de los sistemas educativos públicos son de carácter descentralizado, lo que permite reservar al Estado el control de los desempeños y la definición de las políticas y de los apoyos generales sin generar conflictos de interés. Además, precisó que esta alternativa asegura eventualmente que los sostenedores estatales puedan hacerse mejor cargo de las particularidades locales.

Sin perjuicio de lo anterior, reconoció que existen diversos modelos educativos, como es el caso de nuestro sistema, el cual es actualmente motivo de un amplio debate. En particular, comentó que se pide cambiar su dependencia desde los municipios a otras organizaciones, planteándose diversas institucionalidades alternativas. El presente proyecto de ley, continuó, propone crear Corporaciones de Derecho Público de carácter descentralizado, con un Consejo Superior y un Director Ejecutivo nombrado por el Sistema de la Alta Dirección Pública. Al respecto, indicó que se aspira a que esta organización tenga las suficientes capacidades para gestionar a las escuelas y a los liceos públicos, disponiéndose de fondos específicos y adicionales a la subvención escolar para estos propósitos.
Enseguida, observó que el proyecto en discusión presenta un gran problema, puesto que no ataca el fondo de los déficits de la educación estatal, lo que se evidencia en la falta de capacidad de los establecimientos educacionales para impartir una educación efectiva. Sobre esta misma idea, afirmó que esta iniciativa legal no remedia esta situación, porque este proyecto de ley se sustenta únicamente sobre la base de una ausencia de capacidades técnico-pedagógicas en los sostenedores estatales y todas las propuestas apuntan a hacerse cargo de esta falencia. A partir de esta premisa, continuó, se cuestiona a la educación en manos de los municipios o de corporaciones municipales, ya que estas instituciones no habrían sabido desarrollar esas competencias. Sin embargo, acotó que no es evidente por qué ello ha sido así y que el Mensaje de este proyecto de ley tampoco aclara este punto.
Sobre este mismo tema, indicó que este es un punto que debe ser respondido, en particular porque en muchos países la educación está en manos de los municipios y funciona bastante bien. Al respecto, citó el caso de Finlandia, aunque reconoció que, sin duda, muchos pueden sostener que nuestros municipios no tienen el mismo desarrollo institucional que ese país. Pero aún así, señaló que no deja de ser extraño que en Finlandia exista un Departamento de Educación Municipal con un jefe al igual que en la gran mayoría de nuestros municipios, lo que lo llevó a concluir que estructuralmente el sistema educativo de Finlandia no es muy distinto de lo que sucede en nuestro país. Por consiguiente, sostuvo que en nuestro caso habría que hilar más fino. En efecto, precisó que este cargo, a pesar de estar contemplado en el Estatuto Docente, no necesariamente tiene las competencias para desarrollar esta labor, ni tampoco existen indicadores que permitan evaluar su gestión, lo que lo llevó a afirmar que no existen en la actualidad las garantías mínimas para asegurar que la labor que realicen las personas que ocupan estos cargos sea idónea. Así, acotó que en estricto rigor lo que tenemos en Chile, es una educación desconcentrada pero no descentralizada, lo que a su parecer se reconoce en gran medida en el Mensaje que acompaña al presente proyecto de ley, al señalar que los sostenedores públicos tienen falta de atribuciones pedagógicas. No obstante, precisó que legalmente el Ministerio de Educación es quien está a cargo del ámbito pedagógico, lo que a su juicio avalaría la idea de que no ha habido una descentralización real de la educación pública chilena.
Recalcó que para que esto último suceda no sólo los sostenedores deben estar dotados de las capacidades para abordar el ámbito pedagógico, sino que también los establecimientos educacionales tienen que contar con los equipos directivos, los cuerpos docentes, los recursos pedagógicos, los estímulos y los apoyos adecuados para lograr una educación efectiva. Al respecto, reparó que en el proyecto gubernamental no hay nada que permita avanzar en esta dirección, puesto que más bien está inspirado en un enfoque verticalista, que retrocede en desconcentración y no avanza en descentralización. Añadió que mientras ello no suceda la educación estatal difícilmente podrá satisfacer los estándares que se le exigen.
En términos muy resumidos, indicó que el proyecto de ley en estudio aspira a trasladar los establecimientos educacionales que actualmente están en manos de los municipios a las Corporaciones de giro único, cuyos Consejos Directivos estarían integrados por los Alcaldes, que concurren a formar estas nuevas Corporaciones, eventualmente por los Concejales y personas nombradas por el Ministerio de Educación en representación minoritaria. Explicó que estas Corporaciones recibirán fondos adicionales para desarrollar la gestión administrativa y técnico-pedagógica que le encarga la ley, por un total aproximado de 120 millones de dólares.

Además, señaló que este proyecto de ley crea un Servicio Nacional de Educación que aspira a prestar apoyo educativo a los sostenedores públicos y privados. Sobre el particular, opinó que tal como está planteado el texto del proyecto, en el primer caso, parece una duplicación de funciones y, en el segundo, una injerencia indebida en la gestión de los proveedores subvencionados. Acotó que no cabe duda que el Estado debe asegurarse que todos los establecimientos educacionales satisfagan los estándares mínimos de desempeño de sus estudiantes, pero consideró inadecuado que para cumplir estos propósitos se involucre directa o indirectamente en la gestión de los establecimientos educacionales tanto de carácter público como privado. En esta misma línea, sostuvo que sin duda las tareas de crear capacidades en el sistema educativo, de asegurarse de que existan los apoyos suficientes, de definir los estándares de desempeño de los alumnos que deben satisfacer los establecimientos educacionales y de controlar su cumplimiento deben recaer en el Estado central, pero gestionar a los establecimientos educacionales es una tarea que estar en las manos de sus directivos y de sus equipos pedagógicos. 
Al contrario, arguyó que este proyecto de ley está marcado por un enfoque verticalista, que supone que la manera de mejorar la educación es a través de la acción, recomendación e involucramiento de niveles superiores, incluso el central, en la gestión pedagógica de los establecimientos educacionales del Estado. Al respecto, afirmó que esto es una equivocación grave, sobre todo en momentos en que parece primar en el mundo la idea de que debe empoderarse a los establecimientos educacionales para que se hagan responsables de su gestión y acotó que este proyecto debería encaminarse en esa dirección. En cambio, señala que paradójicamente valida la situación actual, porque la municipalización ha sido un experimento descentralizador incompleto que no ha empoderado a los establecimientos educacionales. Agregó que este proyecto de ley, en lugar de abordar este problema, traslada la situación a una nueva institucionalidad que no sólo no corrige el problema mencionado sino que en muchas dimensiones lo agrava. Por lo anterior, resaltó que la principal falencia de este proyecto de ley es un problema de enfoque. 
En su opinión, el Ministerio de Educación y las nuevas Corporaciones de Educación Pública no van a poder gestionar efectivamente a los establecimientos educacionales del país, puesto que se trata de una tarea de responsabilidad de los directores de los establecimientos y de sus equipos docentes. Luego, señaló que existe una falta de capacidades en los establecimientos educacionales y muchas barreras que impiden que éstos logren transformarse en escuelas efectivas. Acotó que es en la creación de capacidades y en la eliminación de barreras en donde deberían concentrarse los esfuerzos de las autoridades y no en intentos de diversa naturaleza para remplazar o moldear en exceso la gestión de los establecimientos educativos estatales y privados.
Por lo anterior, indicó que existen buenas razones para descartar la conveniencia de este proyecto de ley o al menos para asegurar un cambio profundo del mismo, pero aún aceptando su filosofía consideró hay varios aspectos inexplicables. En primer lugar, observó por qué se obliga a todos los municipios a acogerse al traspaso de sus establecimientos educacionales a las nuevas Corporaciones de Educación Pública. Sobre este punto, indicó que existen grandes diferencias en el desempeño de los municipios y de los establecimientos educacionales, por lo cual podría haberse aceptado que los municipios que han demostrado un desempeño aceptable tuviesen la oportunidad de satisfacer los estándares de desempeño de los estudiantes que el Estado defina, a través de los canales establecidos para esos propósitos. Para ello, continuó, podría firmarse un convenio que habilite a los municipios continuar con la administración de los establecimientos educacionales mientras se cumplan las exigencias ahí estipuladas.
Adicionalmente, expresó que pensar que una reorganización de los establecimientos educacionales estatales bajo una nueva estructura burocrática va a resolver los problemas que la aquejan, es un enfoque parcial que no da cuenta de todas las complejidades de nuestro sistema educativo. Acotó que esto no significa que el proyecto de ley carezca de una lógica y que sea coherente con ella. El problema, prosiguió, es que esa lógica descansa sobre bases muy débiles. A mayor abundamiento, indicó que es evidente que hay una preocupación por el retroceso que ha experimentado la matrícula estatal en las últimas décadas, la que en el año 1981 representaba un 79% y que actualmente no supera el 45%. Sin lugar a dudas, arguyó que estamos ante un retroceso dramático, que ha ocurrido a pesar de que los establecimientos educacionales particulares subvencionados tienen resultados que con suerte son mínimamente superiores a los de establecimientos educacionales municipales. Sobre este último aspecto, precisó que existen múltiples razones detrás de esta evolución, pero que pensar que ello obedece a la manera en que está organizada la educación estatal no tiene sustento. En efecto, comentó que entre los años 1920 y 1960 en pleno auge del Estado Docente la matrícula estatal cayó desde un 86% a un 62%, en parte porque las familias al elegir el establecimiento educacional para sus hijos provocaron estos cambios en la composición de la matrícula. Recalcó, enseguida que las causas del retroceso de la educación estatal son más profundas, como puede ser la captura del gremio docente, y este proyecto no hace nada por remediar esta situación, u otras que pudieran estar sobre la base del fenómeno observado. En su opinión, este proyecto de ley en lugar de rescatar la educación estatal puede ponerle una lápida definitiva.
Por otra parte, señaló que Chile tiene un sistema educativo de provisión mixta, lo que permite a las familias que no pueden pagar un colegio particular, que opten por un establecimiento educacional estatal o particular subvencionado. En relación a los establecimientos educacionales públicos, informó que éstos están en manos de los municipios y que son administrados bajo dos modalidades, a saber: una, que se basa en la dependencia directa con los Departamentos de Administración de la Educación Municipal (DAEM) y otra que entrega la administración de los colegios municipales a las Corporaciones Municipales de Educación Municipal. 
En lo que respecta a las Corporaciones Locales de Educación Pública, comentó que esta realidad parece ser una de las mayores motivaciones del presente proyecto de ley que aspira a fortalecer la educación estatal. Explicó que esta iniciativa pretende que cada Corporación tenga un tamaño mínimo mayor al de la gran mayoría de las comunas del país. Así, acotó que el proyecto de ley en estudio autoriza la creación de hasta un máximo de 70 Corporaciones anuales dentro de los primeros cinco años, contados desde que se dicte el reglamento que hace operativa esta ley. En este lapso, informó que serán los propios municipios los que solicitarán la creación de las nuevas Corporaciones. Luego, precisó que transcurrido este plazo dicho proceso será obligatorio para todos los municipios. Sobre el particular, opinó que a la cuestión del tamaño se le da una importancia exagerada, lo que a su parecer no deja de ser sorprendente, porque la literatura especializada más bien estima que el tamaño óptimo de un distrito escolar desde el punto de vista del desempeño de los estudiantes debe ser relativamente pequeño, puesto que las ganancias en términos de costo se agotan rápidamente. Por ello, indicó que si bien hay espacio para algunas ganancias, sobre todo en las comunas rurales, tampoco es claro que ellas pueden llevarse a la práctica por razones geográficas o de distancia. En estos casos, continuó, esa realidad debe reconocerse en el diseño de la subvención, tema que este proyecto de ley no aborda y que debe revisarse de manera urgente.

A continuación, señaló que el retroceso de la matrícula pública no sólo se debe a decisiones familiares, sino que también es el resultado de acciones de los propios municipios como respuesta a las condiciones asimétricas existentes en el financiamiento y en los costos provocados por el Estatuto Docente. Acotó que este proyecto de ley, al no corregirlas, las traspasa a las nuevas Corporaciones y no queda claro porque ellas deberían actuar de una forma distinta a los municipios. Recalcó, enseguida que esta dimensión es una de las grandes ausentes en este proyecto de ley. De hecho, comentó que los recursos adicionales que se recibirán, se destinarán a financiar la gestión de esas Corporaciones, tal como los compromete el propio proyecto de ley. Por otra parte, sostuvo que este proyecto de ley no resuelve la situación de los actuales Departamentos de Administración de la Educación Municipal o la de los equipos que se desempeñan en las Corporaciones actuales. Añadió que la situación se vuelve aún más compleja al momento de haberse cumplido el plazo de los cinco años, especialmente respecto de los municipios que no han postulado a integrar una nueva Corporación. Al respecto, indicó que no queda claro cómo se resolverá la situación de la propiedad de los establecimientos educacionales. En efecto, comentó si los municipios tendrán derecho a recibir una compensación económica al menos por los terrenos en que se ubican los colegios. Asimismo, manifestó sus dudas respecto del destino del personal de los Departamentos de Educación Municipal, especialmente si serán despedidos, si tendrán derechos a ser indemnizados y quién financiará estas indemnizaciones. Acotó que todos estos aspectos que no son centrales al proyecto de ley deben ser respondidos claramente, puesto que en la práctica podrían tornar muy compleja la transición, si es que no se abordan desde ya.
En cuanto al tamaño apropiado para un distrito escolar, señaló que es claro que no tiene ningún sustento empírico la pretensión de que éstos deben ser relativamente grandes. Este punto, continuó, ha sido una materia largamente debatida y sujeta a investigaciones. Explicó que en todos estos estudios se concluyó que el tamaño apropiado es más bien pequeño. Así, informó que en una propuesta reciente sobre educación para Estados Unidos se concluyó que los distritos escolares más pequeños pueden ser más eficientes.
Por otra parte, se refirió al caso de Finlandia, tan admirado en Chile por sus excelentes desempeños en las pruebas internacionales de aprendizaje y a nivel de competencias de sus estudiantes. Informó que en este país los municipios tienen a su cargo a los establecimientos educacionales estatales y que cuentan con una población en edad escolar más reducida que la nuestra. Así, acotó que el tamaño de la población escolar atendida por cada municipio es muy inferior a la que se observa en Chile y ello no parece afectar sus desempeños. Una conclusión similar, continuó, se obtiene si se revisan las experiencias de Holanda y de Suecia. Asimismo, indicó que en nuestro país no se observa empíricamente ninguna relación entre el tamaño de la matrícula y el rendimiento en el SIMCE.
Posteriormente, señaló que las Corporaciones creadas por este proyecto de ley recibirán 1,2 UTM al año por alumno matriculado, lo que representa, considerando la matrícula que asiste a los establecimientos educacionales municipales y los valores actuales del tipo de cambio y de la UTM, alrededor de unos 130 millones de dólares. Al respecto, estimó que estamos ante una cifra cuantiosa, cuyo impacto en cada Corporación dependerá del tamaño efectivo alcanzado. Con todo, indicó que esta cifra significaría para una Corporación que tenga un tamaño cercano a la mediana de los municipios actuales, un monto de casi 9 millones de pesos mensuales adicionales a la subvención educacional, que ciertamente permitiría financiar un pequeño equipo de gestión. Ahora bien, comentó que el proyecto de ley obliga a las nuevas Corporaciones a contar con un Director Ejecutivo y al menos una unidad que se ocupará de la gestión administrativo-financiera y otra que se ocupará de la gestión técnico-pedagógica, lo que eventualmente le impone un costo administrativo relativamente alto a estas Corporaciones. En este contexto, consideró que parece más pertinente una reflexión más acabada sobre el significado de este financiamiento, porque implícitamente supone que la subvención actual no es suficiente para financiar una estructura administrativa razonable. 
A mayor abundamiento, refirió que si el argumento fuese sólo de tamaño, la transformación sugerida para hacer crecer el tamaño mínimo de cada unidad haría menos necesaria la nueva subvención. Mirado de esta perspectiva, continuó, se debilita el argumento de que una buena razón para reestructurar la organización de la educación estatal es que, dada el tamaño de los municipios, no se logra una escala adecuada. En efecto, indicó que un análisis a lo largo de estas líneas lleva a la impresión de que lo que se está declarando con estos recursos adicionales es que la actual subvención es insuficiente para asegurar una buena gestión en educación y, por consiguiente, mejores desempeños. Acotó que si ello se acepta, entonces, el problema central no tiene que ver con que los establecimientos educacionales estén en manos de los municipios. Asimismo, señaló que si se acepta el enfoque de que el monto actual de la subvención es insuficiente para financiar las competencias pedagógicas necesarias para los establecimientos educacionales estatales, la misma reflexión se puede aplicar a los establecimientos educacionales particulares subvencionados, por lo que correspondería es realizar un nuevo diseño de la subvención escolar.

Por otra parte, expresó que otro de los defectos del presente proyecto de ley es que no reconoce los impactos del Estatuto Docente sobre los costos de los establecimientos educacionales municipales. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que su principal falencia está en la manera en la que implícitamente plantea abordar el fortalecimiento de la educación pública, puesto que esta reforma no se encausa a través de las escuelas y de los liceos públicos. Al efecto, explicó que la experiencia internacional avala que el centro de la política educativa tiene que estar centrado en los establecimientos educacionales, por eso comentó que no es casualidad que la literatura hable de las escuelas efectivas. 
Sobre esta misma idea, precisó que quienes diseñan la política educativa tienen también la tentación de encargarse de la gestión educativa cuando ven deficiencias en los establecimientos educacionales. No cabe duda, prosiguió, que éstas existen y que, además, son agudas. Al respecto, comentó que existen directores vitalicios en los establecimientos educacionales municipales que nunca han sido sometidos a una evaluación de desempeño y otros que han sido seleccionados a través de concursos poco exigentes. Adicionalmente, precisó que son nulas las posibilidades para remover a un director deficiente antes de que se cumpla el plazo por el que fue nombrado. Por su parte, sostuvo que los equipos docentes son evaluados a través de un sistema centralizado que mide sus competencias profesionales antes que su desempeño en la sala de clases. 
Por ello, afirmó que dejar intacto el sistema actual, limitándose a crear instituciones intermedias como responsables de la gestión pedagógica de las escuelas y de los liceos públicos refleja una incomprensión del problema de fondo de estos establecimientos educacionales. A su juicio, la propuesta está seguramente inspirada por la observación que se ha hecho habitual en seminarios y artículos sobre la educación pública chilena de que en su seno existe una separación entre la gestión administrativa y la técnica-pedagógica, reprochándose a los municipios su incapacidad en esta última dimensión. 
Luego, consideró fundamental que la gestión técnico-pedagógica esté, en primerísimo lugar, en manos de los actores más directos del proceso educativo, que corresponde a los equipos directivos de los establecimientos educacionales y a su cuerpo docente. Asimismo, opinó que los sostenedores deben ser instancias de soporte y de evaluación de estos equipos. Añadió que el evaluador final debe ser el Estado Central, que concurre al financiamiento de los distintos establecimientos educacionales, pero sin involucrarse en la gestión.
De esta manera, sostuvo que el enfoque verticalista y poco descentralizador que plantea el presente proyecto de ley queda en evidencia al analizar el papel que se le asigna al Servicio Nacional de Educación, cuyo objeto principal es prestar apoyo a los sostenedores públicos y la ejecución de las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley. Al respecto, estimó que este Servicio estaría concebido para manejar toda la educación chilena, lo que se refleja en la enumeración de sus funciones y atribuciones, en particular los artículos 28 letras a) y c), y 29 letras b) y c). Además, indicó que nuevamente se comete el error de querer mejorar la educación desde arriba. En su opinión, el Estado es un mal evaluador de sus propios programas y tiende a contentarse con la introducción de los mismos haciendo caso omiso de sus impactos. Por eso, continuó, es tan importante distinguir entre sus funciones y una adecuada descentralización de su gestión. A mayor abundamiento, afirmó que este punto confirma el verticalismo que propone el presente proyecto de ley, al pretender instalar en los Consejos Directivos de las Corporaciones Locales de Educación Pública a representantes del Ministerio de Educación. A su parecer, esta propuesta hará que estos representantes influyan directamente en la gestión de los establecimientos educacionales, sobre todo teniendo en cuenta la presión que pueden ejercer para que las Corporaciones actúen con grados importantes de acuerdo con el Servicio Nacional de Educación. De esta manera, acotó que se pierde, entonces, la responsabilidad política en estas instituciones y los directores terminarán respondiendo a una estructura central sin mayores contactos con las comunidades locales.
A continuación, indicó que la solución que propone el proyecto de ley en estudio contrasta con la Ley General de Educación y con el proyecto de ley de Aseguramiento de la Calidad, que aún se tramita en el Congreso y que ya fue aprobó en el Senado. Sobre el particular, señaló que esta iniciativa legal plantea, por una parte, poner al centro de las preocupaciones educativas la labor que cumplen los establecimientos educativos y, por otra, establecer una separación más precisa entre los roles de los distintos niveles del Estado. En efecto, explicó que la Agencia de Calidad de la Educación va a operar, a través de dos instrumentos: la prueba SIMCE o su sucesora y una visita inspectiva de personal calificado al establecimiento educacional. En cuanto a la visita inspectiva, informó que se deberá elaborar un informe sobre la marcha del establecimiento educacional, con especial énfasis en el desempeño de los alumnos. Informó que ambos instrumentos serán públicos, siendo el primero una medición cuantitativa de los logros del establecimiento educacional y la segunda un análisis más cualitativo, que comienza con una autoevaluación del establecimiento educacional y que establece recomendaciones no obligatorias para el logro de una educación de calidad. Todo esto, continuó, es reforzado con las exigencias concretas que descansan sobre estándares objetivos de aprendizaje que los establecimientos educacionales deben satisfacer en plazos razonables y definidos en la ley. Acotó que estos estándares son propuestos por el Ministerio de Educación y ratificados por el Consejo Nacional de Educación. A partir de estos cambios, consideró que se generará una necesaria reflexión al interior de las comunidades educativas locales respecto de cómo mejorar la educación de los distintos establecimientos educacionales. Comentó que esto es precisamente lo que no ocurre en la actualidad y que este proyecto de ley, al entregar la gestión técnico-pedagógica a las nuevas Corporaciones, tampoco logrará. 
En todo caso, recalcó que sin un foco puesto en los establecimientos educacionales difícilmente se logrará mejorar la educación pública. Pero, precisó que podría argumentarse que si el establecimiento educacional no tiene las capacidades difícilmente va a lidiar con este informe y con las reflexiones que ellos generen. Pues bien, señaló que se contempla que los establecimientos educacionales puedan acceder a apoyo, que puede prestar un servicio especializado del Ministerio de Educación o a un prestador independiente certificado por un panel de expertos o una institucionalidad similar. De esa forma, consideró que el enfoque sería mucho menos verticalista estimando que los impulsos para una educación de calidad deben venir desde abajo y no desde el nivel central.
Enseguida, señaló que no deja de ser curioso que el proyecto de ley en comento aspire a fortalecer la educación estatal, pero se olvida completamente de las escuelas y de los liceos. Esto lo afirma porque sus directores apenas aparecen mencionados en su articulado, sólo para anunciar que los Directores Ejecutivos de las Corporaciones podrán delegarles las funciones y atribuciones que estimen conveniente y para indicarles que dicho director aprobará los proyectos educativos que ellos elaboren. Sobre este punto, observó que es un error construir nuevas estructuras institucionales con la finalidad de mejorar la calidad de la educación estatal sin considerar a los establecimientos educacionales.
Luego, señaló que los autores de esta iniciativa legal se deberían haber preguntado cómo asegurar una transformación que convierta a los establecimientos educacionales estatales en escuelas efectivas. Al respecto, precisó que este proyecto de ley está lejos de responder esta interrogante y que más bien postula la inefectividad de las escuelas, fundada en el pequeño tamaño de las comunas y en la ausencia de una organización que reúna suficientes competencias pedagógicas en la estructura burocrática del Estado.
En esta misma línea, comentó que no es evidente cómo el presente proyecto de ley puede contribuir a resolver los problemas de calidad de la educación chilena y, en particular, los de la educación estatal. Asimismo, expresó que la descentralización de la educación chilena no se ha concretado de manera efectiva, porque los establecimientos educativos estatales en la práctica no están empoderados, careciendo de la autonomía y, estando exentos, en la práctica, de la rendición de cuentas que es la contrapartida de la primera. Agregó que en estas circunstancias difícilmente pueden sentirse responsables de los desempeños de sus establecimientos, instalándose, salvo excepciones valiosas, una cultura que no pone demasiada atención a los aprendizajes de los estudiantes y que los responsabiliza a ellos de los pobres desempeños de los establecimientos educacionales. En efecto, acotó que este proyecto de ley hace poco para remediar esta situación y que más bien confía, sin mayor sustento, que organizaciones más grandes relacionadas estrechamente con el nivel central, a través de una coordinación en el campo de los apoyos técnico-pedagógicos van a introducir los cambios que requiere una educación estatal de calidad, pero no es claro porque los establecimientos educativos van a responder a estos cambios institucionales de una manera que sea productiva para el país y que no se traduzca en un gasto permanente adicional sin mayores impactos.
Además, observó que ese gasto adicional de dudosa efectividad terminaría discriminando entre los distintos proveedores de la educación. En este contexto, indicó que si los argumentos sobre la necesidad de financiar una estructura de gestión para los establecimientos educacionales estatales son válidos no se aprecia la razón de que este financiamiento no se extienda a los establecimientos educacionales particulares subvencionados, especialmente si se estima que éste se justifica sólo para un tamaño mínimo de estudiantes, pues habría que definir adecuadamente ese mínimo y extender el financiamiento a aquellas fundaciones, sociedades o asociaciones de establecimientos educacionales que satisfagan ese mínimo. Por último, precisó que la postura que exige mayores recursos para la educación estatal por acoger a los estudiantes más vulnerables es algo que puede resolverse, a través de un mejor diseño de la subvención escolar.
Enseguida, la Comisión recibió en audiencia a la Profesora del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señora Pilar Romaguera, quien explicó que su presentación está basada, parcialmente, en el documento “Fortalecimiento de la Educación Pública Chilena”, preparada por el Ministerio de Educación y por profesores de la Universidad de Chile, realizado durante los meses de junio y julio del año 2008. 


En relación al proyecto de ley en análisis, destacó que se trata de un proyecto que establece una institucionalidad, sin perjuicio de que exista gradualidad en su aplicación. 


Destacó que nuestro país se encuentra en un proceso de reforma profunda de su institucionalidad educativa, citando, entre otras, la Ley General de Educación, el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación y la Agencia de la Calidad, aseverando que de no mediar la aprobación del rediseño y fortalecimiento de la educación pública, las restantes propuestas serán insuficientes y no se podrá lograr un sistema educacional de excelencia.


Continuó señalando que el fortalecimiento de la educación pública permitirá alcanzar cuatro propósitos centrales:


- Garantizar el derecho constitucional de todos (social y geográficamente) a la educación obligatoria y gratuita;


- Garantizar la existencia de proyectos educativos integradores, a diferencia de proyectos educativos que representen intereses particulares o de grupos específicos de la sociedad;


- Desarrollar proyectos educativos considerados de interés común, y


- Fijar un elevado estándar de calidad, promoviendo la búsqueda de la excelencia en las escuelas  públicas y, por extensión, en el sistema educativo.


Enseguida, efectuó un diagnóstico de la realidad educacional, aseverando que la debilidad institucional impide una correcta administración y gestión de la educación pública, destacando como las principales falencias del sistema las siguientes:


1.- Las políticas educacionales y la orgánica del Ministerio de Educación no han considerado en su definición las especificidades de la educación pública.


2.- La administración de la educación  por parte de los municipios presenta diversas carencias en su diseño y gestión.


3.- La educación municipal está sujeta a un conjunto de regulaciones y restricciones que inciden en su desempeño.


4.- Falta de ecuanimidad entre la educación pública y la educación privada subvencionada.


Luego señaló que el esquema organizativo- institucional presenta múltiples fallas, a saber: falta de claridad respecto a los roles y funciones de cada uno de los actores del sistema; inexistencia de un liderazgo definido a nivel de la administración local; responsabilidades diluidas, y falta de alineamiento de los objetivos de los administradores locales con el objetivo de impulsar la educación pública y la búsqueda de la calidad educativa.


Añadió que no existe sistema alguno donde la solución de los problemas institucionales y de gestión se solucione con una descentralización total a nivel de escuelas.


Finalmente, expresó su conformidad  respecto de las normas del proyecto que crean las Corporaciones Locales de Educación Pública y el Servicio Nacional de Educación.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Profesor del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile, señor Juan Pablo Valenzuela, quien destacó, en primer término, la relevancia de la educación pública, aseverando que ésta garantiza la existencia de proyectos educativos no particulares o excluyentes, permitiendo así el desarrollo de proyectos educativos de interés común y la fijación de un estándar de calidad para el conjunto del sistema escolar que promueve la búsqueda de excelencia de las escuelas.


Luego señaló que para la OCDE y UNESCO la definición de educación pública se encuentra vinculada  a la propiedad, precisando que, en su opinión, el concepto de educación pública se encuentra ligado a la función, vale decir a la existencia de establecimientos que aseguren el derecho de los padres a que sus hijos sean admitidos en los colegios que desean.  


Agregó que actualmente  la mayoría de los colegios subvencionados particulares se comportan como una educación privada, puesto que aplican mecanismos de selección en función de su mayor o menor compatibilidad con el proyecto unilateralmente definido por los sostenedores, lo cual conlleva altos niveles de segregación.


Enseguida señaló las razones por las cuales considera que es urgente realizar una reforma institucional respecto a la educación pública, citando, entre otras,  las siguientes:


1.- La oferta de educación pública es, en promedio, de baja calidad, condicionando las oportunidades futuras de miles de niños y jóvenes, así como las oportunidades del país de alcanzar mayores niveles de desarrollo con inclusión social.


2.- La educación pública busca cimentar la democracia y construir cohesión social, para lo cual es necesario que niños y niñas de diversas condiciones sociales, credos religiosos y visiones ideológicas, puedan ser educados en un mismo espacio pedagógico, afirmando que hoy existe una extrema segregación socioeconómica y de desempeño en el sistema escolar.


3.- La existencia de la educación pública se encuentra en riesgo, habiendo decaído seriamente la cobertura desde el año 2.000 en adelante. 


Aseveró que la pérdida de matrícula obedece a que las municipalidades carecen de recursos para construir y mantener nuevas escuelas. Asimismo, los colegios son pequeños y el número de alumnos es reducido, lo que eleva los costos fijos, generando presiones por subvenciones de mayor valor.


A continuación, se refirió a los aspectos que debiera contener la reforma educacional para dar solución a los problemas diagnosticados.


- Estrategias para mejorar la calidad educativa, las que deben considerar a docentes, directivos, financiamiento y participación de las familias e incluir el rol de soporte del Ministerio de Educación.


- Institucionalidad responsable con una tarea única y con capacidad técnica suficiente.


- Regular las asimetrías entre colegios particulares subvencionados y establecimientos de propiedad del Estado y compensación por el mayor costo de estas estrategias simétricas para políticas de calidad. En este aspecto, destacó, que es necesario incluir la regulación para evaluar la carrera docente.


- Existencia de políticas públicas que eviten la segregación de las familias por medio de los proveedores de la educación con financiamiento público.


- Control de las principales causas de desfinanciamiento del sistema educacional.
A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Abogado y Profesor de Derecho Constitucional, señor Francisco Zúñiga, quien expuso que examinado el proyecto en materia de principios de la educación pública existe una coherencia con lo que ha sido tradicionalmente nuestra educación pública, consagrando los principios de seguridad, excelencia, integración, participación, laicismo y pluralismo. 
Desde el punto de vista del diseño institucional, comentó que este proyecto de ley anuncia un rediseño, que descansa en el Ministerio de Educación, en la Superintendencia de Educación, en la Agencia de Calidad, el Servicio Nacional de Educación y las Corporaciones Locales de Educación Pública. 

En cuanto al diseño institucional vigente, indicó que éste es básicamente un diseño derivado de aquel conjunto de proyectos modernizadores, que se iniciaron en la década de 1980 y que coincide con el tratamiento de la educación pública municipal con lo que se denominó como el decreto con fuerza de ley N° 1, el cual contiene el traspaso de la educación pública a las municipalidades.

Con respecto a la reforma que se plantea, señaló que el modelo basado en las Corporaciones Locales de Educación Pública tiene directa relación con el diseño institucional municipal actual. Sobre el particular, sostuvo que esa es la primera aprehensión que tuvo respecto del presente proyecto de ley, especialmente por que la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades refiere en su estructura competencial funciones privativas relacionadas y atribuciones esenciales. Acotó que dentro de las funciones relacionadas, el artículo 4º, literal a) menciona a la educación y la cultura. Sobre esta idea, precisó que la ausencia de una modificación a la citada norma genera en consecuencia la pervivencia de dicho precepto y una posible incoherencia entre el sistema vigente y la reforma que se propone.
Luego, explicó que las Corporaciones Locales de Educación Pública descansan en el diseño de una descentralización administrativa funcional y territorial. Agregó que por la vía de la descentralización, se crean estas entidades, como personas jurídicas de derecho público, dotándoselas de una mayor autonomía y con responsabilidades clara en cuanto sostenedores de la educación pública. Sobre este punto, consideró que esta idea es coherente con el proyecto de ley que se plantea, sin embargo, acotó que entre la descentralización y la asignación de autonomía puede haber un abismo de distancia.
En materia de competencia de estas Corporaciones, explicó que el servicio público educativo es definido con precisión, lo mismo que la planificación técnico pedagógica y la supervisión de los establecimientos educacionales que quedan supeditados a estas Corporaciones. También, aprobó que esta iniciativa legal proponga una definición de una gestión transparente en información y la rendición de cuentas de los recursos públicos y de los resultados educativos.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su preocupación respecto de la configuración de estas Corporaciones Locales de Educación Pública, porque prevé que existe una suerte de remunicipalización encubierta, ya que este nuevo servicio educacional conserva la lógica de la municipalización. En efecto, precisó que los criterios de la arquitectura de este diseño son incongruentes en relación a los objetivos de eficiencia y de profesionalización, y un ejemplo de ello está precisamente en el mismo diseño institucional.

Por otra parte, reparó en la composición del Consejo Directivo, que más bien parece un órgano político que técnico. Además, observó que el presente proyecto de ley hace referencia al mecanismo de reclutamiento del Sistema de la Alta Dirección Pública, sin expresar claramente qué significa ello, ni especificar el tipo de estabilidad que tendrá esta Dirección Ejecutiva.

A mayor abundamiento, señaló que en el proyecto de ley nada se expresa sobre el régimen del personal, y la continuidad y sucesión que existirá entre estas Corporaciones Locales y las municipalidades. Al respecto, comentó que en el proyecto de ley se contempla que el régimen laboral del personal de las Corporaciones se regirá por el Código del Trabajo y al mismo tiempo se señala que el personal docente se continuará rigiendo por el Estatuto Docente. Sin embargo, precisó que nada se dice si existe o no una continuidad y una sucesión en el cargo. En particular, destacó que este punto es relevante en cuanto a los pasivos que el Estado conserva con el personal que se desempeña a nivel docente.

En el campo patrimonial, explicó que si bien este proyecto de ley regula el patrimonio de estas Corporaciones, nada se dice respecto de la propiedad pública de los establecimientos educacionales municipales. Agregó que tampoco se pronuncia sobre la afectación de éstos al servicio público y sobre su cualidad excepcional de inembargabilidad.
Enseguida, señala que se establece un plazo de transición de 5 años y que no existe en rigor, en el régimen de transición, un mecanismo que refleje una continuidad con la gestión municipal. 

Posteriormente, puntualizó que existe una falta de armonía en la constitución de las Corporaciones Locales de Educación Municipal, puesto que habría que concordar esta iniciativa legal con lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el cual prescribe que el Estado podrá participar y tener representación en entidades que no formen parte de su administración, sólo en virtud de una ley que lo autorice, la que deberá ser de quórum calificado si estas entidades desarrollan actividades empresariales. Agregó que dichas entidades no podrán en caso alguno ejercer potestades públicas.  Sobre este último punto, consideró que la constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública conlleva claramente un problema de legalidad y de constitucionalidad, especialmente si se entienden que forman parte de la Administración del Estado. A su juicio, dichas entidades forman parte de la Administración del Estado, porque son parte del Estado y porque desarrollan una función pública y como tal serían una excepción al artículo 6º de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, a pesar de que en este proyecto de ley nada se ha dicho sobre este tema.
Luego, la Comisión recibió en audiencia al Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación, señor Nelson Viveros, quien lamentó que las elites políticas no escuchen al mundo social y que decidan a espaldas de la ciudadanía y de la sociedad. En este contexto, consideró fundamental representar el sentir del pueblo, aprobando leyes que no sólo sean producto de los acuerdos entre los partidos políticos, a los que cada día respaldan menos personas. 
Enseguida, resaltó que la educación chilena se encuentra en crisis, especialmente la educación municipalizada. Añadió que esta crisis es sistémica, afectando el área administrativa, financiera y pedagógica. A mayor abundamiento, indicó que los distintos actores involucrados en la crisis de la educación pública han dado soluciones no concordantes con las propuestas por las elites políticas, lo que se evidenció durante el Congreso Nacional de Educación, efectuado por la agrupación Educación en Movimiento, al que concurrieron unos dos mil dirigentes sociales de todo el país. Sobre este mimo punto, precisó que todo esto manifiesta la urgente necesidad de una discusión nacional, para que esta reforma de la educación considere lo que opina la ciudadanía. De otra forma, acotó que la legislación que surja tendrá un debate parcial, sesgado y excluyente.
En cuanto al marco institucional actual, expresó que la Constitución Política de la República consolidó la desestructuración y la ruptura de las relaciones económicas y sociales, constituyéndose en una refundación de la sociedad y del Estado en lo político, en lo económico, en lo social y en lo cultural. Con la recuperación de la democracia, continuó, no se realizaron los cambios sustanciales para superar las contradicciones entre la institucionalidad vigente y la democracia plena. En esta misma línea, sostuvo que este hecho ha llevado a los actores sociales a plantearse con autonomía de la clase política los proyectos de ley sobre Subvención Especial Preferencial, la Ley General de Educación, el Sistema de Aseguramiento de la Calidad y el proyecto de ley en estudio.

En cuanto a la educación pública, expresó que ésta tiende a desaparecer respecto de la educación particular subvencionada, puesto que la brecha social, económica y cultural entre pobres y ricos cada día se profundiza más, agudizando la segmentación y la estratificación social, ya que las familias vulnerables no están en condiciones para elegir donde educar a sus hijos. 

Comentó que el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, tal como se definen en la Constitución Política de la República, son parte de este diseño institucional y que requieren ser objeto de una reforma constitucional, modificando el artículo 19, numerales 10° y 11°. De otra forma, precisó que el andamiaje institucional seguirá sustentándose en el rol subsidiario del Estado. En efecto, indicó que se necesita de un cambio estructural en la educación, que implique concebir el derecho a la educación como un bien común y no como una prestación de un servicio. En esa misma línea, señaló que el Estado debe ser garante y asegurador de una educación pública, laica, gratuita, inclusiva, de excelencia, que integre los derechos y deberes de los padres para educar a sus hijos.

Por otra parte, sostuvo que no se opone a la existencia del lucro en la educación, pero no con los recursos públicos, que el Estado entrega a los privados. En efecto, insistió en que se requiere de una nueva Constitución, más amplia y democrática, que establezca los nuevos fundamentos del Estado y que termine con su rol subsidiario.
Enseguida, señaló que la educación es un proceso global, que va más allá de la escolaridad o del sistema educativo formal, por lo cual indicó que la calidad de la educación no se puede reducir a ciertos resultados de aprendizaje establecidos en el currículum, como se ha expresado en los distintos proyectos de ley que ha presentado el Ejecutivo. Además, sostuvo que sus resultados no deben servir de base para mercantilizar la educación y estimular la competitividad. En efecto, acotó que la evaluación de los resultados debe tener un carácter netamente formativo, que contribuya a mejorar los procesos de enseñanza y de aprendizaje, y no servir de sustento para el mercado educativo.
Posteriormente, comentó que se establece como foco central del Ministerio de Educación la evaluación, la medición y el control del sistema escolar. No obstante, precisó que no se asumen los procesos pedagógicos requeridos para lograr mejoramientos efectivos en los colegios más vulnerables y en el conjunto del sistema escolar. A su juicio se des-responsabiliza al Estado de esta tarea primordial, entregándosela a agencias privadas como las Asistencias Técnicas Externas.
A mayor abundamiento, expresó que se pretende reducir la capacidad de los logros de los estudiantes a la demostración de determinados resultados en un estrecho conjunto de sectores de aprendizajes del ámbito puramente cognitivo, desconociéndose otras dimensiones del ser humano, vinculadas con los valores y los principios humanistas, a pesar de que las Bases Curriculares, recientemente aprobadas por el Consejo Nacional de Educación, explicitan el tipo de persona que se quiere formar y la sociedad que se desea alcanzar.

En relación al Ministerio de Educación, señaló que éste debe ser el organismo del Estado encargado de garantizar y de asegurar el derecho a la educación de toda la población, en especial de los más desprotegidos. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que este proyecto de ley externaliza sus roles, funciones, estructura y tareas, debilitándolo y desmembrándolo institucionalmente. En efecto, acotó que su misión principal queda centrada en la capacidad de proponer políticas y formulaciones curriculares, sin capacidad de resolver, ni de aplicarlas. Agregó que esta situación podría afectar su misión actual, especialmente en lo referente a su al control de los recursos públicos traspasados a terceros y a la supervisión educativa.

Luego, consideró que los artículos permanentes 13 y 26, y los transitorios 9, 10, 11, 12, 13, 14, 17, 19 y 20 impactan directamente en la actual estructura del Ministerio de Educación, puesto que disgregan y precarizan sus funciones, y las condiciones laborales de su personal. Informó que la planta del Servicio Nacional de Educación se implementará con la dictación de una serie de decretos con fuerza de ley y de reglamentos, que serán dictados de acuerdo al arbitrio del Ejecutivo y de las autoridades de los nuevos Servicios que se crean, sin que la ley establezca sus directrices básicas, que aseguren y garanticen los actuales derechos legales, estatutarios, reglamentarios, sindicales y sociales de que gozan los funcionarios del Ministerio de Educación. Asimismo, señaló que esta ley tampoco regula las características, funciones, estructura ni la organización que deberá tener la planta del Servicio Nacional de Educación. 
Por otra parte, indicó que es particularmente sensible lo que ocurrirá con los Departamentos Provinciales de Educación, cuyos roles, funciones y tareas no están definidas en esta ley, no obstante acotó que en ellos se desempeñan casi la mitad de los funcionarios del Ministerio de Educación. Acotó que únicamente está claro cómo se conformará el nivel directivo de los organismos que se crean. 
En lo referente a las Corporaciones Locales de Educación Pública, señaló que este proyecto de ley no consagra un nuevo sistema de financiamiento, distinto al de la subvención escolar, fuente fundamental de las inequidades y de la falta de calidad del sistema público de educación, al ser sometido a las mismas reglas de mercado que las del sector particular subvencionado. Luego, sostuvo que el Estado debe intervenir para poner fin a la selección y a la discriminación de los alumnos en los colegios financiados con fondos públicos.
Por otra parte, expresó que rechaza los cambios introducidos al marco legal e institucional del sistema educativo actualmente en trámite ente el Congreso Nacional. Al respecto, opinó que estos proyectos de ley mantienen el sistema imperante y contribuyen a afianzar las orientaciones neoliberales vigentes. 
Posteriormente, señaló que apoya el retorno al Estado de todos los colegios traspasados al sistema municipal, puesto que considera que este espacio debe ser gestionado por quién le corresponde representar al conjunto de la sociedad. En esta misma línea, postuló la idea de que este subsistema sea gestionado en forma descentralizada por los Departamentos Provinciales de Educación, los que para tales efectos deben experimentar una profunda transformación y fortalecimiento, conformándose en Direcciones Provinciales de Educación. Además, propuso que organismos descentralizados del Ministerio de Educación se encarguen de la gestión administrativa, técnica y financieramente de los establecimientos educacionales, que correspondan a su jurisdicción. Acotó que dichos organismos deberán contar con patrimonio propio.
En materia de financiamiento de la educación, sostuvo que la inversión que financie a la educación deberá asegurar, a lo menos, la gratuidad y la no selección en todos los niveles y modalidades. Sobre este mismo tema, precisó que el financiamiento de los colegios públicos debería contemplar tres componentes:

a) Un financiamiento basal que considere un piso estándar por curso e incrementos ligados a proyectos o planes de logro que la comunidad escolar demande. 
b) Una asignación de recursos públicos sobre la base de territorialidad y la vulnerabilidad social de la población atendida.
c) Una asignación de recursos vinculados al cumplimiento de metas comprometidas por el establecimiento educacional y su comunidad educativa. 
Luego, planteó eliminar todas las otras formas actuales de financiamiento compartido, por considerarlos como instrumentos de privatización y de subsidariedad. Asimismo, indicó que los establecimientos particulares que deseen optar a la subvención estatal, deberán cumplir con todas las condiciones de gratuidad y de no selección de sus estudiantes, debiendo someterse en forma irrestricta a la fiscalización del Ministerio de Educación.

En lo concerniente al presente proyecto de ley, comentó que éste tiende a consolidar la educación de mercado, coloca en igualdad de condiciones a la educación municipalizada y a la subvencionada. También, reparó en que no aborda las fallas estructurales y de fondo de un sistema educativo fundado en principios de mercado. Por todas estas, sostuvo que los trabajadores del Ministerio de Educación rechazan esta iniciativa legal.
En esta misma línea, indicó que este proyecto de ley es un intento para continuar traspasando los principales roles, funciones y tareas del Estado en materia educacional al mercado, lo que a su juicio ocasionará un grave perjuicio a toda la población, especialmente a los más desvalidos, puesto que sus efectos serán demoledores para una sociedad que cada vez carece más de integración social, justicia, equidad y de participación democrática.

En consecuencia, sostuvo que la Asociación que representa desplegará todos sus esfuerzos para levantar un vasto movimiento social en torno a los temas de la educación, con el fin de: dar forma a un amplio debate nacional sobre la educación chilena; impedir que sean unos pocos los que decidan sobre cómo ejercer nuestro derecho a la educación; generar un conjunto de ideas y de propuestas para contrastarlas con las decisiones que adopte la oligárquica política, y emplazar a los candidatos que aspiran a encabezar nuestra nación para que se manifiesten respecto de las alternativas para mejorar la calidad de la educación pública.
Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier afirmó que existe un consenso en torno a que la actual institucionalidad educacional es un obstáculo para mejorar la calidad de la educación pública. Comentó, enseguida que se reunirá con las autoridades del Ministerio de Educación para conocer si efectivamente la educación pública va a cumplir una función social y servirá de instrumento de integración y de ascenso social o si se optará por una educación pública que continuará por el derrotero de la absoluta privatización.

Luego, señaló que los expositores aportaron contundentes opiniones y que en ese contexto la Comisión acordó postergar la votación de la idea de legislar, a fin de profundizar los temas más emblemáticos. Resaltó que existen algunas opiniones que postulan que el debate sobre la educación pública es fundamental instalarlo desde ya y otras que plantean que este debate debe ser postergarlo. En lo personal, sostuvo que es partidario de debatir hoy día mismo los temas de fondo relativos a la educación pública, para luego construir los consensos necesarios para aprobar este proyecto de ley.
Posteriormente, indicó que el actual sistema ha generado una segregación de la educación y en este sentido precisó que este proyecto de ley debe instar a que la educación pública vuelva a cumplir funciones y aptitudes que son fundamentales para el desarrollo de la sociedad. En esta misma línea, hizo presente la necesidad de desvincular la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública de las municipalidades y en este sentido precisó que en este proyecto de ley se debe reflexionar sobre la desmunicipalización de la educación pública.
En tanto, el Honorable Senador señor Chadwick coincidió con su par en el sentido de que existe consenso sobre las líneas gruesas del proyecto de ley que fortalece la educación pública. Sin embargo, aclaró que para lograr un mejoramiento de la calidad de la educación pública se deben introducir modificaciones en la gestión y se debe precisar el sentido de las Corporaciones Locales de Educación Pública y su dependencia.
Recalcó que también se deben impulsar modificaciones profundas en las salas de clases, en la forma y liderazgo de los directores de los colegios públicos, introducir enmiendas en el Estatuto Docente y el sistema de financiamiento, puesto que consideró que con una subvención que bordea los $36.000 en promedio no se podrá entregar una educación de calidad.
En esa línea, manifestó que hay que analizar con un mayor detalle todos los aspectos técnicos, como por ejemplo si el mejor sistema para administrar la educación pública serán las Corporaciones Locales de Educación Pública separadas de los municipios, si se integrará a los alcaldes en estas entidades o bien si se formarán Corporaciones de Municipalidades sectorizadas. A su juicio, la mejor forma para gestionar la educación pública es a través de las Corporaciones por municipios con participación de los alcaldes de cada una de ellas.
Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reconoció que se está avanzando en la medida de lo posible, no obstante precisó que se deben realizar correcciones profundas al presente proyecto de ley. Luego, señaló que los Senadores de la Concertación están concientes de la necesidad de aprobar la idea de legislar, porque es la única manera de seguir avanzando en el mejoramiento de la calidad de la educación.

Posteriormente, insistió en que existen algunos temas que deben ser corregidos, como la desmunicipalización de la educación pública, lo que implicaría dejar afuera de las Corporaciones Locales de Educación Pública a las autoridades municipales, a fin de instalar una educación pública dirigida, organizada, orientada y financiada por el Ministerio de Educación. Por último, anunció su voto a favor, sin perjuicio de que precisó que es importante avanzar en el tema del financiamiento y en la forma en que va a funcionar el sistema público.
El Honorable Senador señor Núñez señaló que luego de escuchar los distintos planteamientos de los expositores se ha percatado que este proyecto de ley no desmunicipaliza a la educación pública, ni tampoco fortalece a la educación. Asimismo, indicó que existen posturas diametralmente opuestas con visiones de fondo muy diversas que deben ser revisadas, puesto que este proyecto de ley requiere de un conocimiento y estudio acabado para así efectivamente mejorar la calidad de la educación pública.

Por su parte, la señora Ministra de Educación expresó que todos estos criterios serán analizados por los equipos de la Cartera que representa y por la Subsecretaría de Desarrollo Regional, y comunicó que espera en la próxima sesión tener varios puntos definidos respecto de los planteamientos que han formulado los miembros de la Comisión. No obstante, aseveró que lo importante para el Gobierno es aprobar la idea de legislar en la materia y recordó que este proyecto de ley forma parte del conjunto de iniciativas legales tendientes a mejorar el sistema educativo y la calidad de la enseñanza en los distintos establecimientos educacionales del país.


En la siguiente sesión, la señora Ministra de Educación señaló que la Secretaría de Estado a su cargo está trabajando en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a fin de realizar un estudio que simule el traspaso de los establecimientos educacionales municipales al sistema de las Corporaciones Locales de Educación Pública. Al respecto, indicó que estas Corporaciones serán viables en la medida que agrupen entre 3.000 a 35.000 alumnos cada una.

Posteriormente, indicó que existe una necesidad urgente de mejorar el sistema de la educación pública, puesto que se corre el peligro de terminar con ésta definitivamente. En efecto, acotó que en la actualidad su matrícula disminuyó de un 45% a un 37%.

A continuación, el Honorable Senador señor Letelier precisó que este proyecto de ley no aborda las siguientes materias: la educación preescolar y su integración con la educación básica y media; la función social que debe cumplir la educación pública, y el término del financiamiento compartido. Sin perjuicio de lo anterior, anunció su voto favorable, porque entiende que es la única vía para poder instalar en el debate nacional el mejoramiento de la calidad de la educación pública, puesto que cree en la necesidad de fortalecerla.

En cuanto a las Corporaciones Locales de Educación Pública, indicó que prefiere una organización de carácter territorial, a nivel de provincias, con una estructura similar a la del Servicio Nacional de Salud, que agrupe no menos de 35.000 alumnos, con un sistema de subvención escolar por matrícula y no por asistencia de alumnos. En esta misma línea, acotó que no comparte el modelo que plantea esta iniciativa legal, porque no pone fin a la municipalización de la educación pública y además porque no tiene claridad sobre la naturaleza del Servicio Nacional de Educación que se propone crear.

Por otra parte, indicó que se deben definir los criterios básicos que deben regir a los establecimientos educacionales y poner fin al sistema de financiamiento compartido o, en subsidio, buscar una fórmula para compensar el aporte que realizan los particulares en los colegios privados subvencionados, a fin de nivelar los recursos que reciben todos los establecimientos educacionales.

El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señor José Antonio Viera Gallo, resaltó, por una parte, la dificultad de modificar el sistema educativo en un régimen pluralista y, por otra, valoró el esfuerzo que realizó esta Comisión en el estudio del proyecto de ley que establece una Ley General de Educación y en el que establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Enseguida, reconoció que este proyecto de ley deja pendiente la modificación del sistema de financiamiento y de la carrera docente. Al respecto, explicó que se trata de tres iniciativas diferentes: el fortalecimiento de la educación pública, la modificación del sistema de financiamiento y de la carrera docente. Enseguida, explicó que en esta oportunidad sólo se está planteando legislar sobre el sistema de la educación pública y que durante el próximo Gobierno se deberán presentar ante este Congreso Nacional las otras iniciativas legales.

EL Honorable Senador señor Sabag manifestó su preocupación por los diferentes niveles de la educación pública y comentó que la educación pública ha ido retrocediendo en desmedro de la educación particular subvencionada. En efecto, acotó que la educación pública ha disminuido su matrícula de un 60% a un 37%, en gran medida por el sistema que se ha implementado, por la rigidez del Estatuto Docente, la falta de recursos de que disponen los alcaldes para administrar la educación pública y por las escasas atribuciones que tienen para remover a los directores de escuelas. En este contexto, arguyó no es raro que la educación particular subvencionada obtenga mejores resultados y capte la matrícula del sector público.

Asimismo, indicó que está por fortalecer a la educación pública y por destinar mayores recursos para mejorar la calidad de la educación, con la finalidad de establecer una estructura de educación pública que esté a la altura de la educación pública que nos merecemos como Nación.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero manifestó su preocupación por la tramitación que se le ha dado al presente proyecto de ley, puesto que consideró que degrada a la función legislativa, ya que no ataca el fondo de los problemas que afectan a la educación pública, sino que por el contrario los agudiza. En esta misma línea, sostuvo que este proyecto de ley requiere de una reflexión profunda y que no puede ser aprobado por presiones políticas y electorales.

En lo que concierne al fondo del proyecto de ley en estudio, precisó que éste plantea la misma declaración de principios que se aprobó respecto de la Ley General de Educación. Asimismo, expresó que profundiza el sistema municipal y que continúa con la desafectación del Estado en materia de educación, puesto que se mantiene ajeno a la contingencia educacional. Añadió que con la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública se aumentará la burocracia y los gastos del Estado, creándose plantas artificiales y excesivos cargos de confianza. Además, sostuvo que no mejora el sistema de financiamiento de la educación pública, ni resuelve el problema de los docentes. 

A continuación, expresó que cree en la descentralización y en la instauración de instancias intermedias, que aglutinen al mundo privado con el público, con capacidad para gestionar la educación pública. Sobre esta misma idea, señaló que la descentralización conlleva un pensamiento estratégico de Nación y una política nacional, que permite aplicar un sistema lógico y coherente.

Por lo dicho anteriormente, anunció su voto en contra de la idea de legislar en la materia, a pesar de que apoya la iniciativa de fortalecer el sistema de la educación pública. 

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que no profundizaría en las aprensiones que expresó en la sesión anterior respecto de la acelerada tramitación legislativa que el Ejecutivo ha dado a este proyecto, agregando que no sólo le preocupa la alta deserción de alumnos del sistema público, sino que, además, le asiste gran inquietud por aquellos alumnos que permanecen en un sistema que es de muy baja calidad.
Continuó señalando que no divisa la manera cómo un proyecto de ley marco sobre educación pública, permitirá abordar el estudio y diagnóstico de los problemas que la aquejan y la correcta corrección de los mismos. 

Destacó que las deficiencias del sistema no sólo radican en la institucionalidad o en la estructura que en definitiva se adopte, sino que, además, debe debatirse y tener en consideración aspectos centrales tales como el financiamiento, el perfeccionamiento del personal y la carrera docente, anunciando que con ese propósito votará favorablemente el proyecto.

A su vez, el Honorable Senador señor Núñez manifestó que existe unanimidad en cuanto a que durante la historia republicana ha sido difícil lograr consenso en materia educacional, añadiendo que no obstante el gran debate habido estos últimos 20 años, la sociedad no ha sabido valorar el rol que le corresponde al Estado en materia educacional.

Agregó que el proyecto de ley en análisis intenta poner en la discusión el rol del Estado en la educación pública, señalando que, a su juicio los municipios no han sido los únicos responsables del deterioro de la educación sino que, además, se ha reducido fuertemente el papel que le cabe al Ministerio de Educación.

Señaló que la entidad que reemplace a los actuales sostenedores de la educación pública, deberá tener un carácter regionalizador, sin que ello implique la pérdida de la centralidad que debe tener un sistema educativo.

A continuación, anunció su voto favorable a la iniciativa, aseverando que existe un fenómeno que tiende a la desaparición de la educación pública y que ello no debe ocurrir porque la misma es la única institución que garantiza la continuidad del Estado y de la Nación.

- Puesta en votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada con el voto favorable de la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Letelier, Núñez y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor Cantero.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

Como consecuencia de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones generales y principios especiales para la educación pública

Párrafo 1º
Disposiciones Generales
Artículo 1º.- La presente ley establece principios especiales para la educación provista por sostenedores públicos; regula la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública; y crea el Servicio Nacional de Educación, en adelante “el Servicio”.
Artículo 2º.- Para todos los efectos legales, serán sostenedores públicos las Corporaciones que regula el Título II de esta ley.
Artículo 3°.- Los sostenedores públicos estarán sometidos a las reglas y principios que establezca la legislación que regule el sistema educacional, en especial, deberán velar por el respeto de los principios y fines de la Educación; y por los derechos y deberes de los integrantes de la comunidad educativa. 
Los sostenedores públicos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, deberán velar y promover el respeto y cumplimiento de los principios especiales que la ley establezca para la educación pública.
Artículo 4°.- Son principios especiales de la Educación Pública:
a) Laicismo y libertad de conciencia. Comprende velar por el pleno reconocimiento de la libertad de conciencia, respeto de la diversidad cultural y la libre manifestación y ejercicio de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres y al orden público.
b) Pluralismo. Implica reconocer la diversidad de doctrinas en materia política, económica, social y cultural, siempre en el contexto del respeto a los derechos humanos y la convivencia democrática.
c) Gratuidad. No podrá cobrar o percibir suma de dinero alguna por la prestación del servicio educativo, sin perjuicio del financiamiento estatal que le corresponda en conformidad a la ley.
d) Respeto a la diversidad cultural. Se deberá fomentar el valor de la tolerancia y el reconocimiento a las diferentes culturas que conviven en nuestro país.
e) Compromiso con la democracia y la cultura cívica. Significa velar, a lo largo del proceso educativo, por el respeto de los derechos humanos, la utilización de métodos pacíficos de resolución de conflictos, la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía responsable.
f) Transparencia. Se traduce en velar por el adecuado acceso a la información de todos los actores del sistema y comunidades educativas, en particular las familias que optan por la educación pública, así como también rendir cuenta pública respecto de su gestión y resultados en conformidad a la ley.
g) Integración e inclusión. Consiste en promover la integración armónica de todos los sectores de la población que sirva, velando porque se compensen las desigualdades derivadas de factores personales, sociales, económicos, culturales, étnicos, geográficos o de cualquier otra índole de los alumnos, respetando el derecho preferente de los padres de educar a sus hijos y de escoger libremente el establecimiento en que les educan.

h) Calidad. Significa velar por el cumplimiento de los estándares de calidad establecidos en conformidad a la ley.

Párrafo 2º

Deberes especiales de los Sostenedores Públicos

Artículo 5°.- Los sostenedores públicos deberán velar por el cumplimiento de los principios de la educación pública señalados en el artículo 4° de esta ley. Asimismo, deberán velar, especialmente, por la erradicación de cualquier forma de discriminación arbitraria en sus establecimientos educacionales. En consecuencia, los sostenedores públicos y sus establecimientos no podrán, en ningún caso, discriminar en razón de raza, sexo, religión u opinión o cualquier otra circunstancia, económica o social de los postulantes o de sus padres, madres y/o apoderados.

Artículo 6°.- Los sostenedores públicos deberán contribuir al desarrollo educativo local, a la valoración de las identidades específicas y al reconocimiento de las particularidades de los territorios que atienden, de acuerdo a las características de su población, cultura y desarrollo social y económico.

Artículo 7°.- Los sostenedores públicos deberán prestar una educación gratuita. En consecuencia les está prohibido cobrar o percibir suma de dinero alguna por la prestación de los servicios educativos en ninguno de los establecimientos educacionales de su dependencia, sin perjuicio del financiamiento estatal que le corresponda en conformidad a la ley.
En especial, ningún sostenedor público podrá percibir derechos de matrícula o de escolaridad, sin perjuicio de los aportes voluntarios que los alumnos, padres y apoderados, deseen realizar a favor de los establecimientos educacionales, quedando totalmente excluido el cobro que se refiere el Título II del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.
Artículo 8°.- Los sostenedores públicos deberán cumplir con los estándares de calidad, y en especial, deberán cumplir con los estándares de aprendizaje de alumnos y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sostenedores, de los docentes y directivos que establezca el Ministerio de Educación de conformidad a la ley.
Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, los sostenedores públicos estarán sometidos a procedimientos obligatorios de evaluación y autoevaluación, que medirán el desempeño de todo el personal y de todos los niveles organizativos que intervengan en la prestación del servicio educativo, con el objeto de velar por la calidad del mismo.
Artículo 9°.- Los sostenedores de educación pública y sus establecimientos no podrán seleccionar a sus postulantes, salvo:
a) En aquellos casos en que exista más postulantes que matrículas disponibles, los establecimientos de educación de su dependencia, podrán desarrollar procesos de selección transparentes, que cumplan con los criterios de prioridad establecidos en el reglamento que al efecto se dicte, tales como: existencia de hermanos matriculados en el mismo establecimiento, proximidad del domicilio o del lugar de trabajo de alguno de los padres o apoderados, u otro similar. Si la aplicación de los criterios de prioridad previstos no permite adjudicar todas las matrículas disponibles, la selección se hará por sorteo entre los postulantes conforme al procedimiento que establezca el mismo reglamento.
b) Excepcionalmente, y en Enseñanza Media, en el caso de establecimientos educacionales de su dependencia reconocidos por su excelencia según criterios que establecerá un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, se podrán realizar procesos de selección basados únicamente en el desempeño académico de los postulantes.
Corresponderá a la autoridad administrativa encargada de fiscalizar el cumplimiento de la normativa educacional, velar por el cumplimiento de lo establecido en los incisos anteriores y, especialmente, por la transparencia en la realización de procesos de selección, en caso de que proceda su aplicación, pudiendo para ello hacer seguimiento a su desarrollo y recabar todos los antecedentes necesarios para tal objeto.
Artículo 10.- Los sostenedores públicos deberán propender a la inclusión de la población escolar en sus establecimientos. Asimismo, a través de la prestación del servicio educativo, deberán propender a la compensación de las desigualdades derivadas de factores personales, sociales, económicos, culturales, étnicos, geográficos o de cualquier otra índole.
Artículo 11.- En los establecimientos educacionales de dependencia de sostenedores públicos, el rendimiento académico del alumno no será causal para la cancelación o la no renovación de la matrícula, sin perjuicio de los límites de edad establecidos en la ley para el ingreso a la educación básica y media, y de las modalidades educativas especiales que se establezcan de conformidad a la ley.
Artículo 12.- Los sostenedores públicos deberán velar por la adecuada cobertura educacional en el territorio de su competencia, especialmente en aquellas zonas y territorios insuficientemente atendidos, así como también por una oferta educativa eficientemente distribuida que permita el acceso de aquellos alumnos que lo requieran.
Los sostenedores públicos deberán coordinarse entre sí para que el conjunto de los establecimientos públicos, cuenten con las matrículas adecuadas para la prestación del servicio educativo en los términos que señala la ley.

Título II 
De las Corporaciones Locales de Educación Pública

Artículo 13.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública, en adelante la “Corporación” o las “Corporaciones”, en su caso, serán corporaciones de derecho público, autónomas, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que operarán en el territorio de una comuna o agrupación de éstas, dentro de una misma región; a menos que se trate de comunas colindantes la una de la otra.
El objeto único de las Corporaciones será prestar, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educativo de conformidad a la ley, en los niveles y modalidades que corresponda.
Las Corporaciones se regirán por las disposiciones de la presente ley y su reglamento, por las normas generales y reglamentos internos que dicte su Consejo. Su domicilio será el que se establezca en su respectiva reglamentación.
Para todos los efectos legales, las Corporaciones serán los sostenedores de los establecimientos educacionales de su dependencia y se regirán por las normas comunes a éstos.
Artículo 14.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública estarán integradas a lo menos por:
a) Un Consejo Directivo, que será un órgano colegiado, de carácter resolutivo, y que tendrá a su cargo la dirección superior de la Corporación.
b) Un Director Ejecutivo, que tendrá a su cargo la gestión técnico-pedagógica y la administración de la Corporación.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las normas de organización interna de la Corporación deberán considerar, a lo menos los establecimientos educacionales de su dependencia, en adelante también “establecimientos”, a través de los cuales presta el servicio educativo y, al menos, dos unidades que se ocuparán de la gestión educacional técnico pedagógica y de la gestión administrativo-financiera, respectivamente.
Artículo 15.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública tendrán las siguientes funciones:
a) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales de los establecimientos de su dependencia, que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.
b) Establecer las directrices técnico pedagógicas y administrativo financieras que deben seguir los establecimientos de su dependencia.
c) Realizar la gestión financiera y aplicar mecanismos de control, así como rendir cuenta respecto de la prestación del servicio educativo.
d) Realizar la supervisión pedagógica de los establecimientos de su dependencia con el objeto de fortalecer sus capacidades y autonomía técnico pedagógicas.
e) Fomentar el trabajo colaborativo entre los establecimientos de su dependencia.
f) Coordinar y articular la ejecución de los programas educativos y las acciones de los organismos reguladores del sistema, respecto de sus establecimientos.
Artículo 16.- Las Corporaciones Locales de Educación Pública tendrán las siguientes atribuciones:
a) Crear, fusionar o cerrar los establecimientos educacionales de su dependencia.
b) Establecer y administrar el presupuesto de la Corporación.

c) Organizar, dirigir, mantener y supervisar los establecimientos de su dependencia, así como dotarlos de los recursos, bienes y materiales que sean necesarios para la prestación del servicio educativo.
d) Establecer el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
e) Rendir cuenta de su gestión, de acuerdo a la normativa vigente.
f) Fomentar la participación e inclusión de padres, apoderados y miembros de la comunidad en los establecimientos.
g) Suscribir convenios con el Servicio Nacional de Educación.
h) Gestionar, coordinar, seleccionar y articular las alternativas de asistencia técnica externa y programas de apoyo a los establecimientos.
i) Elaborar y presentar ante las instancias correspondientes, proyectos de inversión educativa.
j) Suscribir convenios con otros organismos públicos y privados. 
Sin perjuicio de lo anterior, las Corporaciones tendrán todas las demás atribuciones que le otorgue esta ley, sus reglamentos y su reglamento interno.
Artículo 17.- El Consejo Directivo de cada Corporación se establecerá conforme lo determine el reglamento y estará integrado por el o los alcaldes de las comunas en cuyo territorio opere y por dos personas designadas por el Ministerio de Educación, quienes deberán, en cualquier caso, estar en minoría dentro del Consejo. 
Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán integrar el Consejo Directivo el número de concejales que señale el reglamento. 
El presidente del Consejo Directivo será elegido por el Consejo, y le corresponderá el voto dirimente en caso que exista empate en las votaciones respecto de asuntos de su competencia. El reglamento deberá establecer un mecanismo de rotación en el cargo, en caso de comprender la Corporación varias comunas.
El reglamento establecerá los requisitos que deberán cumplir los Consejeros que sean designados por el Ministerio de Educación, considerando al menos requisitos relativos a título profesional o grado académico, experiencia en materias de gestión y domicilio en la región en la cual se encuentra la respectiva Corporación. En ningún caso, estos consejeros podrán ser funcionarios de organismos regidos por el Título II de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.
Los miembros del Consejo Directivo que lo integren en virtud del cargo de elección popular que detentan, ejercerán el cargo mientras mantengan tal calidad, mientras que aquellos consejeros que sean designados por el Ministerio de Educación ejercerán el cargo por un período de cuatro años, pudiendo ser nombrados para períodos sucesivos.
Los consejeros percibirán una dieta equivalente a 2,5 Unidades Tributarias Mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 2 sesiones por mes calendario. 
Artículo 18.- Los consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente del Consejo, quien deberá dar cuenta al Consejo, de todo hecho que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose de conocer del asunto. 
Corresponderá al Consejo calificar, por la mayoría de sus integrantes, los hechos señalados en el inciso anterior, para efectos de disponer la prohibición respectiva para consejero que se inhabilitó.
Los consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo como miembros del Consejo, de acuerdo al procedimiento que señale el reglamento, independientemente de la responsabilidad civil o penal que le corresponda.
Asimismo, estará prohibido a los consejeros:
a) Usar en beneficio propio o de terceros, la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón del cargo que se desempeña.
b) Hacer valer indebidamente su posición en la Corporación para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero.
c) Emplear, bajo cualquier forma, bienes o personal de la Corporación, en provecho propio o de terceros, o para fines ajenos a la Corporación.
d) Solicitar, hacerse prometer, o aceptar, en razón del cargo, para sí o para terceros, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza, regalos, invitaciones, viajes, prebendas u otro tipo de incentivos que pudieren recompensar o influir en una decisión de la Corporación. 
Lo dispuesto en el inciso anterior, es sin perjuicio de las causales especiales que pueda contemplar el reglamento de la ley o las normas internas que al respecto defina el Consejo.
Artículo 19.- Los consejeros responderán de los perjuicios que causen por actos u omisiones dolosas o culposas ejecutados durante el período que desempeñen su cargo.
Los consejeros, o cualquier persona podrá denunciar ante la autoridades competentes cualquier hecho que demuestre mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, con el objetivo de perseguir las sanciones que la ley establezca.
Artículo 20.- Los consejeros, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren sido designados para integrar el Consejo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses ante la autoridad administrativa encargada de la fiscalización del cumplimiento de la normativa educacional. Asimismo, dentro del mismo plazo, deberán presentar una declaración de patrimonio. Al cumplirse la mitad del período, así como cuando se produzca algún hecho relevante que las modifiquen, deberán actualizar dichas declaraciones.
El contenido de estas declaraciones será el establecido por la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
El secretario municipal de la comuna en cuyo territorio opere la Corporación que defina el Consejo Directivo, deberá custodiar estas declaraciones de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 20.285 sobre Acceso a la información pública. 
Artículo 21.- El Consejo Directivo tendrá a su cargo la dirección superior de la Corporación y le corresponderán las siguientes atribuciones: 
a) Establecer las normas generales que regulen la organización y el funcionamiento de la Corporación.

b) Aprobar el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
c) Aprobar el presupuesto de la Corporación.
d) Aprobar la apertura, fusión o cierre de establecimientos dentro del territorio de su competencia.
e) Nombrar y remover al Director Ejecutivo de la Corporación de conformidad a normas que sean homologables a las que regulen los procesos de selección del Sistema de Alta Dirección Pública, las que se determinarán en el reglamento. 
f) Aprobar los actos y contratos que de conformidad al reglamento de la ley, y a las normas internas que establezca el Consejo, el Director Ejecutivo deba someter a su decisión.
g) Establecer las normas que regulen la organización y funcionamiento del Consejo.
h) Aprobar la cuenta pública anual que rinda el Director Ejecutivo.
i) Aprobar la propuesta de convenio que la Corporación suscriba con el Servicio Nacional de Educación.
j) Rendir cuenta de la gestión de la Corporación en conformidad a la ley.
k) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración. 
Las atribuciones señaladas en las letras a), b), c), d) e i) se ejercerán previa propuesta del Director Ejecutivo sobre tales materias.
Las atribuciones señaladas en este artículo son sin perjuicio de aquéllas que establezca el reglamento. 
Artículo 22.- Al Director Ejecutivo de la Corporación le corresponderá la gestión técnico pedagógica y la administración de la Corporación, y tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Proponer al Consejo Directivo el proyecto de desarrollo institucional y el plan de trabajo anual de la Corporación.
b) Contratar y poner término a las funciones del personal de conformidad con la normativa que le es aplicable.
c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo Directivo, informándole periódicamente sobre ello y la marcha de la institución.
d) Participar en el Consejo Directivo con derecho a voz.
e) Delegar en funcionarios de la Corporación, así como en los directores de los establecimientos de su dependencia, las funciones y atribuciones que estime conveniente, en conformidad a la ley, previa aprobación del Consejo.
f) Aprobar, a propuesta del respectivo director del establecimiento, el proyecto educativo de cada uno de los establecimientos de dependencia de la Corporación.
g) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Corporación, salvo aquellas atribuciones que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención del objeto de la corporación, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.
h) Representar judicial y extrajudicialmente a la Corporación.
Las atribuciones señaladas en el presente artículo son sin perjuicio de aquéllas que establezca el reglamento.
Artículo 23.- El personal contratado para prestar sus servicios en las unidades de administración de la Corporación y que no ejerza funciones en los establecimientos educacionales regidas por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación y por la ley N° 19.464, se regirá por las normas del Código del Trabajo. 
En los contratos que suscriba el personal señalado en el inciso anterior se consignarán las normas de probidad y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que les sean aplicables. 
El personal docente y no docente de la Corporación que preste sus servicios en los establecimientos educacionales de su dependencia, estará sujeto a lo señalado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y en la ley N° 19.464.
Artículo 24.- El patrimonio de cada Corporación de Educación Pública estará formado por:
a) Las subvenciones educacionales que perciba, en conformidad a la ley, por los establecimientos que administre;
b) Una contribución anual de cargo fiscal, que se incluirá en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año, y cuyo monto será el que corresponde de conformidad con lo dispuesto por el inciso segundo del presente artículo, para la gestión de la Corporación.
c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales les transfieran.
d) Los recursos que reciba por concepto de la celebración de convenios con el Servicio Nacional de Educación.
e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran a cualquier título.
f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que le pertenezcan.
g) Las donaciones y asignaciones gratuitas que reciba por cualquier causa.
h) Los aportes que reciban de las respectivas Municipalidades.
i) Todo otro ingreso, a cualquier título, que fijen leyes especiales. 
La contribución anual a que se refiere la letra b) del inciso anterior será de 1,2 Unidades Tributarias Mensuales por alumno matriculado, la que será pagada en el mes de enero de cada año en su equivalente en pesos conforme al valor de la Unidad Tributaria Mensual de dicho mes. Para efectos de lo señalado anteriormente, se tomará en consideración el promedio mensual de la matrícula del año escolar anterior.
Artículo 25.- Las donaciones que se le hagan a una Corporación de Educación Pública, no requerirán del trámite de insinuación y estarán exentas de toda clase de impuesto, gravamen o pago que les afecten.
Las herencias deberán ser aceptadas con beneficio de inventario. Las asignaciones testamentarias que acepte estarán exentas de toda clase de impuesto, gravamen o pago que les afecten.

Título III
Del Servicio Nacional de Educación

Artículo 26.- Créase el Servicio Nacional de Educación, en adelante el “Servicio”, como servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.
El Servicio estará afecto al sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882 y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de sus direcciones regionales y provinciales.
Artículo 27.- El objeto del Servicio será prestar apoyo educativo a los sostenedores públicos, de acuerdo con las funciones y atribuciones que le confiere la presente ley y velar por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. Igualmente, le corresponderá la ejecución de las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado, así como también prestarles asesoría técnico pedagógica de conformidad a la ley.
En el cumplimiento de su objeto, el Servicio deberá ceñirse a las políticas diseñadas por el Ministerio de Educación.
Artículo 28.- Serán funciones del Servicio:
a) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar programas de apoyo a los sostenedores públicos para el cumplimiento de lo establecido en el artículo 8° de la presente ley, con el fin de que éstos propendan al mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo que brindan.
b) Prestar por sí, o a través de terceros, en los casos que corresponda de conformidad a la normativa legal vigente, asistencia técnico pedagógica para los sostenedores que reciben subvención o aportes del Estado.
c) Implementar los programas educativos elaborados por el Ministerio de Educación respecto de los sostenedores educacionales que reciban subvención o aportes del Estado.
d) Realizar procesos de acreditación de calidad de las instituciones de asistencia técnica externa y velar por la adecuada cobertura de la oferta de la misma en todo el territorio nacional. 
Artículo 29.- Para el cumplimiento de sus funciones, el Servicio tendrá las siguientes atribuciones: 
a) Celebrar convenios con los sostenedores públicos, destinados a mejorar la calidad de la educación que se imparte en sus establecimientos.
b) Diseñar instrumentos y ejecutar, por sí o a través de terceros, programas de apoyo educativo para los sostenedores públicos. 
c) Diseñar instrumentos e implementar programas educativos, de acuerdo a las normas y políticas definidas por el Ministerio de Educación, que tengan incidencia sobre los establecimientos que reciben subvención o aportes del Estado. Igualmente, implementar los programas de apoyo educativo que corresponda de conformidad a la ley, respecto de los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado y sus establecimientos.
d) Crear y administrar el Registro de Instituciones de Asistencia Técnica Externas.
e) Identificar y difundir las mejores prácticas en materias técnico pedagógicas y administrativo financieras entre los sostenedores. 
f) Crear y administrar los registros y bases de datos que sean necesarios para ejercer sus funciones, así como también elaborar, por sí o a través de terceros, estudios en materias de su competencia.
g) Celebrar convenios con organismos públicos y privados relativos a materias de su competencia.
Artículo 30.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, en adelante “el Director”, quien será el Jefe Superior del Servicio y tendrá la representación judicial y extrajudicial del mismo. El Director será un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.

Corresponderá especialmente al Director:
a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.
b) Dictar las normas internas necesarias para el buen funcionamiento del Servicio.
c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.
d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.
e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.
f) Contratar las labores operativas de asesoría técnico-pedagógica a terceros idóneos debidamente certificados conforme al reglamento respectivo.
g) Celebrar convenios con los sostenedores públicos respecto del desempeño y calidad del servicio educativo.
h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio.
i) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos. 
Artículo 31.- El Director, con sujeción a la planta de personal y dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.
El personal a contrata del Servicio podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata del Servicio.
Artículo 32.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.
Artículo 33.- El patrimonio del Servicio estará constituido por:
a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;
b) Los recursos otorgados por leyes especiales;
c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;
d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;
e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;
f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y
g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.
El Servicio estará sujeto a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.
TÍTULO IV

DISPOSICIÓN FINAL
Artículo 34.- Modifícase el artículo 65, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006,del Ministerio de Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:
1) Sustitúyase en la letra o), la expresión “, y”, por un punto y coma (“;”).
2) Reemplázase, en la letra p), el punto aparte (“.”), por la expresión “, y”.
3) Agrégase, a continuación de la letra p) de su inciso primero, el siguiente literal:
“q) Iniciar el procedimiento de creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- Las municipalidades, dentro de los 5 años siguientes la fecha de publicación del reglamento de la presente ley, podrán iniciar el procedimiento de constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública que regula el Título II de la presente ley. Transcurrido el plazo señalado estarán obligadas a iniciarlo. 
Un reglamento expedido a través del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma de los Ministros del Interior y de Hacienda, regulará el procedimiento a través del cual las municipalidades solicitarán la autorización al Ministerio del Interior para crear las respectivas Corporaciones. Asimismo, regulará los criterios para otorgarla y las formas para comprobar su cumplimiento, por parte del Ministerio de Educación. Para obtener esta autorización, determinará que los bienes muebles e inmuebles, de propiedad municipal, destinados a fines educacionales, serán entregados por los municipios a la Corporación respectiva, a título de comodato por el plazo de 99 años.
Las Corporaciones de Educación Pública serán creadas mediante un decreto con fuerza de ley que será expedido por el Ministerio del Interior, y suscrito además por los Ministros de Educación y de Hacienda, de conformidad con lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorio de la presente ley, en su caso.
Artículo segundo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde el 1° de enero de 2011, 1° de enero de 2012, 1° de enero de 2013, 1° de enero de 2014 y 1° de enero de 2015, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Interior, que deberán ser suscritos además por los Ministros de Educación y de Hacienda, disponga lo siguiente:
1) Autorizar la creación, a solicitud de las respectivas municipalidades, de un máximo de 70 Corporaciones Locales de Educación Pública en cada oportunidad de conformidad a lo dispuesto en la presente ley.
2) Establecer las condiciones que se requieran para incorporar a la Corporación el personal que le sea necesario y que a la fecha de su creación desempeñe funciones relacionadas con educación. 
3) Fijar las normas necesarias para la puesta en marcha de las Corporaciones Locales de Educación Pública.
Artículo tercero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde el 1° de enero de 2016, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio del Interior, que deberán ser suscritos además por los Ministros de Educación y de Hacienda, disponga lo siguiente:
1) Autorizar la creación de todas las demás Corporaciones que no se hayan creado dentro del plazo a que hace referencia el inciso segundo del artículo primero transitorio.
2) Establecer las condiciones que se requieran para incorporar a la Corporación el personal que le sea necesario y que a la fecha de su creación desempeñe funciones relacionadas con la educación. 
3) Fijar las normas necesarias para la puesta en marcha de las Corporaciones Locales de Educación Pública.
Artículo cuarto transitorio.- Las Corporaciones que se creen en virtud de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorio, entrarán en vigencia a contar del 1° de enero del año siguiente al de la publicación en el Diario Oficial, del decreto con fuerza de ley que dispone su creación. 
Artículo quinto transitorio.- El Presidente de la República, dentro del plazo máximo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley dictará, a través del Ministerio de Educación, el o los reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley, los que deberán ser suscritos además por el Ministro de Hacienda y, cuando corresponda, por el Ministro del Interior.
Artículo sexto transitorio.- Las disposiciones del Título segundo de la presente ley no se aplicarán a las municipalidades que, durante el plazo a que hace alusión el artículo primero transitorio no inicien el procedimiento de constitución de las Corporaciones Locales de Educación Pública, sin perjuicio de ser consideradas como sostenedores públicos para efectos de lo dispuesto en los Títulos I y III de la presente ley.
Artículo séptimo transitorio.- En tanto no rija un cambio de estructura curricular vigente a la fecha de publicación de la presente ley, los establecimientos públicos de enseñanza media que se refiere la letra b) del artículo 9 de la presente ley, podrán realizar procedimientos de selección basada sólo en el desempeño académico de los alumnos desde 7° año de educación básica.
Artículo octavo transitorio.- El traspaso de los profesionales de la educación y de los asistentes de la educación a las respectivas Corporaciones será sin solución de continuidad y no significará, en ningún caso, un cambio en el régimen jurídico de aquéllos, que continuará siendo regulado por las normas que establece el decreto con fuerza de ley N° 1 de 1996, del Ministerio de Educación y la ley N° 19.464.
Artículo noveno transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones Regionales y/o las Direcciones Provinciales, según corresponda, del Servicio Nacional de Educación definiendo sus potestades, funciones y el ámbito territorial que abarcará cada una de ellas.
Artículo décimo transitorio.- En las materias de su competencia, el Servicio Nacional de Educación se constituirá para todos los efectos en el sucesor legal de los Departamentos Provinciales de Educación, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas al Servicio Nacional de Educación, exceptuando aquellas materias que corresponden a la Unidad de Subvenciones a que se refiere la Partida 09 del Ministerio de Educación en su Programa 09.01.21 “Gestión de Subvención a Establecimientos Educacionales” regulada en la ley N° 20.314, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo décimo noveno transitorio. 
Artículo décimo primero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal del Servicio Nacional de Educación. 
En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta así como los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año. 
Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.
Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique y el inicio de funciones del Servicio Nacional de Educación.
Artículo décimo segundo transitorio.- La planta de personal del Servicio Nacional de Educación será provista mediante el traspaso, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, siguiendo el procedimiento que se establece en el inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. Los cargos que no se provean de conformidad al procedimiento previsto en el inciso siguiente se llenarán mediante concurso público.
Conforme lo anterior, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece por el artículo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones enumeradas en el inciso anterior, sean de planta o a contrata, los que deberán cumplir los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de distinción o buena, respectivamente. Los funcionarios a contrata deberán, además, haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.
La Subsecretaría de Educación en forma previa, según la planta y sus requisitos, definirá, conjuntamente con el Director Nacional, los factores, subfactores, competencias y/o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.
El concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:
a) En la convocatoria se especificarán los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.
b) En un solo acto, se postulará a una o más de las plantas o escalafones del Servicio Nacional de Educación sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas, salvo que se postule sólo a determinadas localidades especificadas en la convocatoria.
c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.
d) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme a los siguientes criterios: en primer término con el personal de planta, si quedaran vacantes se procederá con los funcionarios a contrata. De subsistir la igualdad se procederá conforme al resultado de la última calificación obtenida en la institución de origen. Por último, de mantenerse la igualdad se pronunciará el Director Nacional.
e) El traspaso regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior si así éste lo estableciera.

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando en lo que estime pertinente, los preceptos del decreto supremo N° 69 de 2004, del Ministerio de Hacienda.
Artículo décimo tercero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule los cargos de planta que quedaren vacantes, en el o los servicios en virtud de la creación del Servicio Nacional de Educación. En el ejercicio de esta facultad, además, podrá establecer la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados.
Artículo décimo cuarto transitorio.- Los traspasos de personal no podrán significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
Artículo décimo quinto transitorio.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse por el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán al Servicio Nacional de Educación. El Director Nacional, requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el sólo mérito del decreto supremo antes mencionado.
Artículo décimo sexto transitorio.- Los recursos para los efectos de la implementación del Servicio Nacional de Educación, serán provistos a partir de los presupuestos vigentes de los programas de la partida 09, capítulo 01 de la Ley de Presupuestos del Sector Público. No obstante lo anterior, el mayor gasto que se derive de la aplicación de esta ley, será financiado con cargo al ítem 50-01-03 24-03-104, de la Partida Tesoro Público.
Artículo décimo séptimo transitorio.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Director Nacional del Servicio Nacional de Educación, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.
Artículo décimo octavo transitorio.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio Nacional de Educación, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo décimo transitorio y aquéllos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley al Servicio Nacional de Educación.
Artículo décimo noveno transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar la organización del Ministerio de Educación con el objeto de adecuarla a las normas de esta ley. En dichas normas se procederá, además, a efectuar la adecuación de las plantas de personal que de dicha reorganización se deriven.
Artículo vigésimo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar todos los cuerpos legales que sean pertinentes con el objeto de adecuarlos a las normas de la presente ley.”.

- - - 

Acordado en las sesiones celebradas los días 6, 11 y 13 de enero de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Ricardo Núñez Muñoz y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Hosain Sabag Castillo).

Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2010.



MAGDALENA PALUMBO OSSA
                                                Secretario Accidental
RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE FORTALECE LA EDUCACIÓN PÚBLICA

(BOLETÍN Nº 6.815-04)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: el presente proyecto de ley tiene por objetivo principal fortalecer la educación pública, mediante la reestructuración del actual modelo de educación pública. Para estos efectos, propone la creación de las Corporaciones Locales de Educación Pública, concebidas como corporaciones de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo único giro será prestar el servicio educacional en los establecimientos educacionales bajo su dependencia.

Asimismo, plantea la creación del Servicio Nacional de Educación, entendido como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y con patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Educación. Este Servicio deberá prestar apoyo a los sostenedores públicos, velar por el mejoramiento de la calidad de la educación que imparten y ejecutar las políticas, planes y programas definidos por el Ministerio de Educación para los sostenedores que reciban subvención o aportes del Estado.

II. ACUERDOS: aprobado en general (4x1).
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de 34 artículos permanentes y 20 artículos transitorios.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12 y el artículo séptimo transitorio, toda vez que abordan materias que tienen directa relación con lo preceptuado en el inciso quinto, del número 11°, del artículo 19, de la Carta Fundamental, el cual encarga a una ley orgánica constitucional establecer los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de enseñanza básica y media; señalar las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento, y establecer los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel. Asimismo, porque algunas de ellas abordan o dicen también relación con materias que constituyen elementos complementarios indispensables de las anteriores, como lo ha señalado en diversas oportunidades el Tribunal Constitucional. 
También, los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, primero transitorio, segundo transitorio, en su numeral 1), tercero transitorio, noveno transitorio y décimo segundo transitorio son de carácter orgánico constitucional, porque regulan materias propias de las Bases Generales de la Administración del Estado, en cuanto a la estructura de los servicios públicos, a la carrera funcionaria y su personal, y a las reglas sobre probidad y transparencia. Todo esto en conformidad a lo establecido en el artículo 38 de la Constitución Política de la República. 

Por último, es de carácter orgánico constitucional el artículo 34, en cuanto modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 118 a 126 de la Carta Fundamental.

V. URGENCIA: suma.
VI. ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.
VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 5 de enero de 2010.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.

X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
1) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza.

2) La ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación.
3) El decreto con fuerza de ley N° 1-19.704, del Ministerio del Interior, de 2002, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.
4) El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones del Estado a establecimientos educacionales.
5) El decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio del Interior, que reglamenta la aplicación del artículo 38 del decreto ley N° 3.063 de 1979, sobre Rentas Municipales, y que contiene las normas generales por las cuales se regirá la inversión de los recursos del Fondo Común Municipal, en lo relativo, entre otros, a traspasos de servicios del sector público.
6) La ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

7) La ley N° 20.247, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, estableciendo un aumento de las subvenciones a establecimientos educacionales.

8) El decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

9) El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación.
10) La ley N° 19.464 que establece las normas y concede un aumento de remuneraciones para el personal no docente de los establecimientos educacionales que indica.

11) La ley N° 19.882 que regula nueva política de funcionarios públicos que indica.

12) El decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

13) El decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

14) El decreto ley N° 1.263, de 1985, que establece la Administración Financiera del Estado.

15) La ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación.
Valparaíso, a 13 de enero de 2010.

MAGDALENA PALUMBO OSSA

                                                Secretario Accidental






